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LA jURISDICCION y SU EJERCICIO EXTRA-TERRITORIUM: 
LA NULIDAD PROCESAL 
SUMARIO: l. Planteamiento de la cuestión según el Decreto del Tribunal 
SRR, coram Ewers, 4-II-1967, y problemas procesales que suscita. - 11. 
Procedencia de la iniciativa ex officio en el incidente de nulidad de actos 
procesales. -!II. Naturaleza del fenómeno paralizador derivado de la 
incoación de causas incidentales: diferencias con otros fenómenos posi-
bles de crisis temporal del proceso. - IV. Formas que se han de adoptar 
para la tramitación y decisión de los incidentes, y en especial del de nuli-
dad de actos procesales. - V. Las razones del Decreto de nulidad. -
VI. El poder de Jurisdicción y el ejercicio de este poder: crítica a la 
doctrina fundamental del Decreto de nulidad. - VII. Otros argumentos. 
- VIII. Alcance de los términos exerceri nequit del c. 201, 2. 
l.-En apelación de sentencia dictada por el Tribunal Metropolitano 
B., que había sido estimado competente por prescripción del c. 1.572, 
2, Y una vez agotados los intentos de solución privada del conflicto 
conforme al c. I,925, ante el Tribunal de la Sagrada Rota Romana, 
planteó la parte apelada, en representación del Señor Obispo de C., un 
incidente de naturaleza cautelar de los previstos por el c. 1.626. 
A dicha demanda incidental se opuso el apelante por diversas ra-
zones que no interesan ser aquí reseñadas por resultar marginales al 
objeto de nuestro estudio. El Ponente, de acuerdo con las partes e in-
cluso con el Promotor de justicia, decretó que las cuestiones planteadas, 
tanto por el apelante como el apelado, debían ser decididas con carác-
ter incidental y previo a la contestación de la demanda en el recurso. 
Tramitado el incidente y reunidos los magistrados del correspon-
diente Turno rotal, a fin de decidir las cuestiones que incidentalmente 
se habían planteado, decretaron, sin embargo, Dilata. El motivo de la 
paralización del proceso consistía en que la sentencia de primera ins-
tancia había sido dictada por jueces delegados del Cardenal Arzobispo 
B. en la ciudad de P., es decir, fuera del territorio del delegante, de 
lo que se desprendía su posible ineficacia. 
Hábida cuenta de que en la sentencia ~e decía que la potestad de 
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que gozaban los jueces procedían de una ordenanza o mandato común 
dado por los Arzobispos de B. y de P ., antes de definir las cuestiones 
propias del incidente, pidió el Tribunal rotal, con el fin de apreciar 
debidamente su valor, un ejemplar de esa orden dada en común por 
ambos arzobispos. De todo ello se dio conocimiento adecuado tanto a 
los patronos de las partes en litigio como al Promotor de justicia. 
y es de ese modo como surge, en aquel proceso incidental plantea-
do originariamente con una finalidad cautelar, otro incidente nuevo, 
también de carácter previo, promovido ex officio por el propio Tri-
bunal de justicia, que no sólo influiría en la actividad procesal del 
recurso de apelación ya paralizada por aquel incidente previo prime-
ramente planteado, sino que, con la fórmula Dilata, paralizaría el 
mismo proceso incidental en trámite y pendiente ya únicamente de la 
decisión específica del Tribunal. 
En esta nueva y segunda causa incidental -utilizamos aquí la ter-
minología del CIC-, fueron oídos los patronos jurídicos de las dos 
partes en litigio, así como el Promotor de Justicia. La parte apelante 
sostuvo la nulidad radical de la sentencia, mientras la apelada se pro-
nunció por su validez y legitimidad. Mas así como el Decreto recoge 
la razón en que se apoya la opinión del apelante, es decir, la falta de 
jurisdicción en la ciudad P. de los jueces delegados por el Ordinario 
B.., se ha de lamentar que no se expresen, en cambio, los fundamentos 
en cuya virtud el apelado solicitaba la declaración de validez de la 
sentencia. En cambio, sí se recogen en el Decreto los argumentos del 
Promotor de justicia, también en pro de la nulidad de la sentencia, 
distinguiéndose, por la parte pública en el proceso, como de distinta 
naturaleza, territorio ajeno y lugar exento. Como este se halla dentro 
de la diócesis, la sentencia en él dictada será válida aunque ilegítima, 
mientras que la pronunciada en territorio ajeno será radicalmente nula. 
Así queda planteada la cuestión; ciertamente adoleciendo de una 
omisión de la que hubiera sido interesante informar, cual es la razón 
o razones en que el apelado se apoyaba para sostener la validez· de la 
sentencia; pero estos son los datos que se nos ofrecen y con· ellos he-
mos de bastarnos para comentar el Decreto que hacemos ahora objeto 
de nuestra atención. 
Los problemas procesales que se suscitan de la exposición previa 
de la cuestión, según la fórmula del Tribunal rotal, son, a nuestro 
juicio, tres: 
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Uno. el del planteamiento ex officio del nuevo incidente; otro. la 
fórmula Dilata con que el Tribunal paraliza la actividad procesal en 
marcha; en tercer lugar. la forma que se adopta para la tramitación y 
decisión de este posterior incidente. 
H.-De los cánones I.837 a I.84I no se deduce que el órgano ju-
dicial pueda promover ex officio un incidente. En lo mismo parecen con-
firmarnos los artículos ro6 a II9 de Normae Sacra e Romanae Rotae 
Tribunalis. Pero tampoco puede decirse. con carácter general. que tal 
iniclativa esté excluída del ordenamiento procesal canónico l. Baste. a 
guisa de ejemplo. contemplar el c. I.853. que nos conduce a opinar 
que este decreto no debe ser pronunciado por el juez sin haber escucha-
do. de modo incidental y también sumario. , a las partes en litigio. por 
si tienen algo que alegar en contra. Cierto que, a este respecto, nada 
dice el CIC. como tampoco nada exige el arto I60. para la apelación. 
de NOSRR; pero a nuestro parecer. esa promoción de ló. intervención 
de tercero ex officio, requiere de ese trámite previo de audiencia a los 
interesados, puesto que prescindir de estos supondría tanto como la 
1. Precisamente Roberti -FRANCISCUS ROBERTI, "De Processibus", vol. 1, In Ci-
vitate Vaticana, 1956, pp. 476 Y 477- señala como actividades que quedan a la inicia-
tiva ex officio del juez, el declarar nulidades de actos, con base al c. 1.682, en las 
causas que afectan al bien público, así, como en todas las cosas, declarar la nulidad 
de la sentencia con base al c. 1.897, 2. Si el juzgador estima que tales declaraciones 
de nulidad, sobre todo las del primer tipo, deben producirse previa audiencia de los 
interesados en el proceso, lógica consecuencia habrá de ser el que se realice tal audien-
cia previa por vía incidental promovida ex officio por el mismo órgano judicial que 
pueda hacer tal declaración. Sin embargo, se ha de reconocer que la doctrina en ge-
neral, al tratar de los incidentes, los contempla siempre, a la vista exclusivamente del 
c. 1.838 como mera actividad procesal iniciada a petición verbal o escrita de parte, o 
a 10 máximo por el tercero interviniente. Pero, ¿qué inconveniente hay para su pro-
moción ex officio, sobre todo si, como en el caso de la nulidad de actos procesales, 
se da una razón de prejudicialidad conforme al c. 1.632? Este silencio contrasta con 
el detenido estudio, que, en general, los comentaristas del CIC, hacen respecto al po-
der del órgano judicial, disciplinado por el c. 1.841; para, por causa justa, corregir o 
revocar la sentencia interlócutoria, a instancia de parte o ex officio. Y. sea de un 
.modo u otro, es indudable que tal corrección . o revocación se realizará, como se des-
prende del tenor de ese canon, por un procedimiento incidental de audiencia previa 
de las partes, y requerido siempre el dictamen del ' Promotor de justicia o del Defen-
sor del vínculo, si es que intervienen. Cuando ello se produce por iniciativa del órga-
no es indudable el carácter incidental del procedimiento, aunque debido, en este caso, 
a la iniciativa judicial. 
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fundamental alteración por el juez, a espaldas de las partes, de los 
elementos subjetivos de la relación jurídica que componen la estructura 
procesal tal como quedó configurada en la litis-contestatio 2, Y constitui-
ría, a nuestro parecer, un motivo suficiente para la procedencia del 
recurso de atentado tal como lo define el c. r.8S4 y es contemplado por 
NOSRR en su arto lIg. En cambio, el arto II8, I, NOSRR prevé que 
el Ponente ordene ex officio, cuando lo estime necesario, la intervención 
del Promotor de justicia. 
El CIC no contiene unos principios generales sobre la iniciativa ex 
2. La insuficiente regulación, en dos cánones, de la intervención de tercero en un 
proceso, no puede ser motivo para contradecir lo que se acaba de señalar. Los co-
mentaristas, por otra parte, adolecen también de notable omisión en relación con el 
procedimiento a seguir para la incorporación de un tercero a un proceso en el que 
no es parte. P. ej., ha de hacerse notar el escaso tratamiento que a este tema le dedi-
ca Cabreros de Anta a pesar de la extensión con que trata otros temas y de la com-
plejidad que este tema puede ofrecer; vid., SABINO ALONSO MORÁN-MARCELINO CABREROS 
DE ANTA, "Comentarios al Código de Derecho Canónico", 111, Madrid, 1964, pp. 592-
594. Wernz-Vidal, aunque no para la llamada intervención necesaria, sino para la 
voluntaria, prevén una posible hipótesis contradictoria cuando dicen; Quod si aliquis 
ex ligitantibus principalibus sese opponat interventui, in hac cuasa incidentali petitio-
nis interventus, exurgit alia causa incidens, quae, omnibus auditis, resolvenda erit aut 
de plano aut in contradictorio, pro diverso rei momento et prout magis vel minus 
appareat, evidens eius interviniendi (FRANCISCUS XAv. WERNZ, S. J.-PETRI VmAL, S. J., 
IVS CANONICVM, t. VI, De Processibus, Romae, 1927, p. 515). Interesante es también 
10 que, en determinado aspecto, sienta Jone; Invalidus est processus interventus ... , al-
terutra parte dissentiente; huiusmodi enim innovatio circa terminos in parte preiu-
dicium facta, est attentatum et ipso iU'l"e nullum (cfr. cc. 1.854, 1.855) (HERmERTo JONE, 
O. F. M., Commentarius in Codicem Iuris Canonici, 111, Padeborn, 1955, p. 203). 
Precisamente para evitar esa presencia de un tercero en el proceso, acordada por 
el juez, ya sea a petición de parte o de oficio, los autores enfocan el trámite de su 
incorporación, como directamente acordada por el juzgador, pero debiendo dar vista, 
a continuación, del decreto de admisión, por si las partes quieren impugnarlo. Así se 
evitan los peligros que pudieran darse del recurso de atentado. A este respecto, Naz 
describe el procedimiento para la intervención según el modo siguiente; "1. Le plai-
deur qui désire faire intervenir un- tiers au proces ad'l"esse au t'l"ibunal une demande 
motivée... 3. Si le tribunal acceuille la demande, il notifie sa décision d la partie 
adverse et au tiers appelé; qui peuvent s'opposer d cet appel; leur opposition consti-
tue un incident qui sera réglé se Ion la procédure des incidents" (RAOUL NAZ, "Traité 
de Droit Canonique", IV, Paris, 1954, p. 321). En igual sentido se expresan Lega-Bar-
tocceti para la intervención de tercero, a la que califican de incidente -cfr. MICHAELE 
Cardo LEGA-VICTORIO BARTOCCETI, "Commentarius in iudicia eclesiastica iuxta Codicem 
iuris Canonici", 11, Romae, 1950, pp. 862 y 888-, señalando el procedimiento incidental 
para su admisión, en el caso del necesario, provocado a instancia de parte, en con-
traste con el promovido ex officio (ibidem, pp. 892-893), sin que sea convincente la 
razón que pudiera hacer distinto uno y otro procedimiento. 
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officio del juez en el proceso, y es más, en el proceso canónico puede 
decirse que, en general, rigen más bien los principios dispositivos y de 
iniciativa de parte, pero no hay duda de que, en determinadas hipó-
tesis, de un modo muy limitado, se acepta el principio de inqui-
sición y el de iniciativa judiciaP. En este sentido, aparte del ejemplo 
antes citado, pueden también consultarse los cc. I.688, 2; I.682; I.672, 
3; y, en materia de prueba, los I.749; I.759, 3; I.760 ; I.762 ; I.764; 
I.772, 2; I.782; I.803; I.806, etc.; y concretamente, en materia del 
procedimiento en las causas incidentales, queda al arbitrio del juzgador, 
conforme al c. I.840 elegir el que estime oportuno. 
Poco nuevo añade, a lo ya señalado en esta materia, la Instrucción 
PME. Sólo que parece acentuarse, en virtud de su artículo 68, la 
iniciativa judicial, así como de los art. IOl y 107 en cuanto a la práctica 
de la prueba, y los II4, 2 relativo a la prueba de confesión, y 131, 134 
Y 138 respecto a la de testigos. Más en concreto, y con relación a las 
llamadas causas incidentales, el art. 187 reproduce casi literalmente 
el c. 1.837, es decir, la concepción del incidente como originado por 
iniciativa de parte. Sin embargo, el art. 195 recoge a la letra el c. 
I.841, por cuya virtud puede el Colegio de Magistrados corregir o 
revocar las sentencias interlocutorias, en razón de alguna causa justa, 
ya sea a instancia de parte, ya a iniciativa del propio Tribunal, orde-
nándose, para esta hipótesis, una audiencia previa a los interesados 
en el proceso y a las partes públicas personadas, que no deja de co-
rresponderse con el planteamiento ex officio de un incidente que llama-
ríamos sumario", sujeto a un trámite análogo al seguido en el caso 
3. Vid. F. ROBERTI, obr., vol. y ed. ctds., pp. 475-482. Concretamente este autor sien-
ta (p. 476) el siguiente principio: "Iude:x: valet semper, etiam nulla praehabita petitio-
ne, a) in causis boni publici ... declarare nullitatem actuum (c. 1.682 .. .)". 
4. Entienden EMILIO GÓMEZ ORBANEJA y VICENTE HERCE QUEMADA, "Derecho Pro-
cesal Civil", Madrid, 1962, p. 360, por "sumario" el tipo de proceso caracterizado por 
las notas siguientes: limitación de los medios de ataque y de defensa de las partes, 
restricción del conocimiento del Juez, y sentencia sin autoridad de cosa juzgada ma-
terial. La brevedad no es nota característica, sino consecuencia de lo sumario. Estima-
mos que la restricción, o limitación mejor dicho, del objeto litigioso -como ocurre 
en el caso del incidente que contemplamos- es lo que limita los medios de ataque 
y defe~a y de conocimiento del juez, y lo que permite la brevedad o aceleración del 
procedimiento. Disentimos, sin embargo, de la carencia de eficacia de cosa juzgada 
material, que no puede admitirse -incluso para este tipo de procesos- con carácter 
absoluto. Más bien, habría que hablar de efectos limitados de la cosa juzgada. En 
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litigioso objeto de nuestra presente atención. Y en el mIsmo sentido 
puede verse el arto II4, 2 de NOSRR. 
Concluímos, por consiguiente, que nada se opone, en principio, a 
un _ planteamiento ex officio de una causa incidental como hiciera el 
Tribunal rotal en el caso objeto de nuestra consideración. Como tam-
bién incluso está previsto en el arto 146, 5 NOSRR, con base al C. 
1.619, 2, que el Tribunal, con la fórmula Dilata, promueva, en veZ de 
dictar su sentencia con la fórmula affirmative o negative, la ordenación 
de nuevas pruebas, cuando se estima probable completar las existentes. 
Ahora bien, ¿es la nulidad de la sentencia recurrida un motivo que 
justifique esta iniciativa, que, al no estar reglada por los cuerpos lega-
les, se ha de entender, sin embargo, por la primacía del principio de 
iniciativa de parte en el proceso canónico, excepcional? 
En general, en el campo canónico, sobre la nulidad de los actos 
procesales, poco material biblíográfico encontramos. Este especial fenó-
meno de la nulidad suele contemplarse, por los tratadistas y comeri-
taristas del ClC, en su aspecto procesal, con ocasión de la querella de 
nulidad, que no deja de ser un recurso extraordinario contra la sen-
tencia firme que adolece de alguno de los vicios que expresamente 
enumeran los cC. 1.892, para la hipótesis de nulidad absoluta, y 1.894 
para hipótesis de nulidad subsanable 5. En realidad, los problemas que, 
contraste con los diversos tipos de procesos ordinarios o plenarios, señala actualmente 
LEONARDO PRIETO CASTRO -"Derecho Procesal Civil", 1, Madrid, 1968, pp. 624-625- a los 
procesos sumarios, caracterizados, amén de la brevedad, por la limitación de los 
medios de ataque y defensa además de la del objeto litigioso; y sin que haga refe-
rencia al tema de la autoridad de la cosa juzgada. Ha sido fundamental, en la biblio-
grafía española, el trabjo de JAIME GUASP, "Los limites temporales de la cosa juzgada", 
Anuario de Derecho Civil, Madrid, 1948, pp. 435 Y ss. Respecto a los limites de la 
cosa juzgada en relación con los procesos especiales de protección a la posesión, tu-
vimos hace algunos años, ocasión de referirI\os a ello con cierto detenimiento. Vid. 
CARMELO DE DIEGo-LoRA, "La posesión y los procesos posesorios", vol. II, Madrid, 1962, 
pp. 375-388; 396-410; 416-428 Y 440-451. 
5. El hecho de que la investigación procesal canónica moderna se haya desarrolla-
do por comentaristas, siguiendo la exégesis de los cánon~!!_ del CIC, ha permitido esta 
laguna en un tema general tan importante como es -la nulidad de los actos procesales, 
que carecen de una atención peculiar poi los preceptos canónicos. Por esta razón, no 
encontramos -que _llaya -llegado al menos a noticia nuestra- un tratamiento del tema 
de la nUli(l-ad-delós actos procesales hasta la obra sistemática de ROBERTI (obr., vol. y 
ed. citds., pp. 623-632), en la que hace constar "Processus quo nullitas processualis ur-
getur¡ itemque quo expensae et damna repetuntur, saepe constituit quaestionem in-
cidentem durante processu principali (c. 1.837-1.841. . .>. Querela autem nulli.tatis sen-
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para la doctrina, plantean estos preceptos legales, se cifran fundamen-
talmente en si la enumeración de las causas, que tales preceptos con-
tienen, constituyen numerus clausus, o, por el contrario, apertus que 
permitan albergar, en sus respectivas relaciones, otros motivos de 
nulidad que, aunque no previstos especialmente por el legislador, sin 
embargo, conforme a la doctrina general de este fenómeno, hayan de 
producir también este efecto irritante. A este respecto es de gran interés 
la obra' de Ghidotti 6, que recoge las diversas corrientes de opinión. 
Pero, ciertamente, el tema de la nulidad en general de los actos proce-
sales carece todavía, en el ámbito canónico, de adecuados estudios y 
sistema tizaclones. 
Aquí nos hemos de formular la siguiente pregunta: independiente-
mente del recurso de nulidad llamado querella nullitatis, ¿cabe, a 10 
largo del iter procesal, solicitar, por alguna de las partes, la nulidad 
de un acto cuando observe que adolece de un defecto de esta naturale-
za? A nuestro juicio la contestación ha de ser afirmativa. 
En efecto, la doctrina canónica coincide en que las normas sobre 
acciones de nulidad, contenidas en los cc. r.679-r.683, se entienden 
aplicables a todo tipo de actos jurídicos 7. Y actos jurídicos son los 
tentiae vel habentis vim definitiva e plerumque independenter evolvitur" (ibidem, p. 
629). Y aquí mismo, señala Roberti, como puede ponerse de relieve ex officio, por el 
órgano judicial, la nulidad de los actos procesales : "Quas autem, nullitatis iudex 
teneatur relevase ex offieio eodex perfecte non definit: sine dubio, ne inutiliter 
exereeatur iurisdietio ex officio revelandae sunt nullitates qua e sententiam nullam 
efficiunt, nee non eae quae publiee intersunt (c. 1.619, 2) ad recte administrandam 
iustitiam; immo iudex potest ipsam sententiam nullam retractare inter terminos ad 
agendum statutos (c. 1.897, 2; .. J; praeterea in eausis de aliquo bono publico reve-
landae sunt ex offieio omnes nullitatis proeessuales quarum declaratio, ad ius sustan-
tivum defendendum eonferre potest (c. 1.682; .. J. Promotor justiae saepe debet inter-
venire (ibidem, pp. 681 Y 682). Ya la jurisprudencia rotal, sentencia coram Parrillo, 
3-VIl-1933, había hecho la siguiente distinción: Nullitas aetorum est quid diversum a 
nullitate sententiae.. . Quando ius nulla declara acta.. . absque sollemnitatibus sub 
nullitatis poena requisitis, vult u.t super ipsis non feratur sententia, et partes, tempore 
utili provideant pro nullitatis declaratione et pro novis aeti valide eonficiendi (Sacrae 
Romanae Rotae Decisiones seu sententiae, dec. XLVIII, pp. 420-423). 
6. EMILIO GHIDOTTI, "La nullitd delta sentenza giudiziale nel Diritto eanonieo", 
Milano, 1965. 
7. En ámbito jurídico secular, afirma HUGO ALSINA -"Las nulidades en el proceso 
civil", Seritti giuridiee in memoria di Pietro Calamandrei, vol. 11, Padova, 1958, p. 91-
que "la teoría de las nulidades de los actos jurídicos es un concepto que domina en 
el campo del derecho sin ser privativa de ninguna de sus ramas, cada una de las cua-
les le impone modalidades propias". 
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actos procesales 8 aunque resulte de difícil aceptación, en este campo, 
la figura del negocio jurídico procesal 9. 
El camino indudable para el ejercicio de esta acción, referido al 
proceso en marcha, ha de ser necesariamente el proceso incidental de 
los cc. I.837-I.84I. Si se trata de obtener la nulidad de un acto realizado 
en proceso de nulidad de matrimonio, el proceso incidental a seguir 
habrá de sujetarse a las normas de los arts. 187-195 de la instrucción 
PME. 
Ahora bien, como la institución proceso se desarrolla en un tracto 
temporal continuado, la pretensión de nulidad será procedente siem-
pre que se trate de actos que, aunque nulos en principio, luego no ha-
yan sido subsanados con posterioridad. Y no porque lo nulo pueda 
llegar a ser más tarde válido, contra el apotegma jurídico quod ab 
initium vitiosum est, non potest trae tu tempore eonvaleseere l0, sino 
8. Para Guasp del concepto de acto jurídico "se obtiene sin dificultad el concepto 
de acto jurídico procesal: aquel acto o acaecimiento, caracterizado por la intervención 
de la voluntad humana, por el cual se crea, modifica o extingue alguna de las rela-
ciones jurídicas que componen la institución procesal". Y continúa con la siguiente 
aclaración, señalando "que lo que caracteriza, específicamente, a un acto cualquiera 
como acto procesal, es la clase de influencia o repercusión que produce ... Pero es ne-
cesario observar que dicha influencia o repercusión procesal tiene que ser inmediata 
o directa, y no indirecta o mediata, a través de otros actos distintos" (JAIME GUASP, 
"Derecho Procesal Civil", t . 1, Madrid, 1968, p. 260). Para F . ROBERTI -<>br., vol. y ed. 
ctds., p. 483-, "actus processuales dicuntur tUi quibus processus constituitur evolvitur, 
terminatur. Sunt actus iuridici, qui proinde pariunt iuridicos effectus". 
9. Como señala Guasp, "la admisión del concepto de negocio jurídico procesal de-
pende del que se tenga, en general, del negocio jurídico; pero si se atiende a la di-
rección tradicional, que ve en el negocio jurídico una declaración de voluntad privada 
que tiende a producir efectos jurídicos, la solución negativa resulta preferible puesto 
que los efectos jurídicos de las declaraciones procesales de voluntad no se derivan 
inmediatamente de ésta, sino mediatamente, a través de otra declaración de voluntad 
del órgano jurisdiccional, que recoge la de la parte. Y es que, en realidad, el con-
cepto de negocio jurídico se mueve siempre en la órbita del puro derecho privado, y 
no es adecuado para designar realidades que pertenecen a otro sector del mundo del 
derecho" (J. GUASP, ob., t . Y ed. cits., p. 261). Vid. también, en la bibliografia española, 
lo que sobre el negocio jurídico procesal exponen GóMEZ ORBANEJA y HERCE QUEMADA, 
ob. Y ed. ctds., pp. 161-162 Y L. PRIETO CASTRO, ob., vol. y ed. ctds., pp. 440-441-
10. En rigor, se ha de decir que la distinción canónica, relativa a las sentencias 
de nulidad, insanable o subsanable, no responde a la esencia del vicio de nulidad, que, 
por naturaleza es insanable, sino a las posibilidades de ejercicio de un tipo determi-
nado de impugnación de sentencias. Se han señalado, por los cc. 1.892 y 1.894 una 
enumeración de causas, para unas mayores o menores facilidades de impugnación, 
pero un riguroso criterio científico seguido, para .distinguir unas de otras, no parece 
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porque en ese tracto temporal pueden producirse con posterioridad ac-
tos que sustituyan de algún modo al que pudo ser declarado nulo, 
privándole de utilidad, a tal declaración, al haberse esta validez conse-
guido por otro acto distinto; con lo que inútil resultaría plantearse la 
validez o nulidad de aquel acto cuyo resultado se ha obtenido por 
otro posterior distinto. Esto ocurriría, p. ej., con una citación que pu-
diera ser declarada nula, por imperio del c. 1.723, pero que, sin em-
bargo, haría inútil tal declaración el hecho de la comparecencia espon-
tánea de las partes en la hipótesis establecida por el c. 1.72711. Precisa-
existir. En todo caso, puede decirse que las llamadas insanables VICIan más honda-
mente al proceso, parecen hacer relación a los presupuestos procesales, mientras las 
sanables a defectos de simples requisitos formales. Sin embargo, no se puede ignorar 
la trascendencia que para el proceso puede tener la causa primera del c. 1.894, cuyo 
defecto puede influir en algo tan importante, para la misma constitución del proceso, 
como es la falta de observancia de los principios de pluralidad e igualdad de partes, 
lo que justificaría teóricamente una nulidad radical e insanable. Por esto hemos dicho 
que falta un criterio científico que, con rigor, haya establecido diversas causas de 
nulidad, así como resulta discutible ese tratamiento diferenciado que se hace de un 
fenómeno, como el de la nulidad, del que, cualquiera que fuere su causa originaria, 
exigiría de una consideración jurídica unitaria. 
Muy interesante resulta la distinción que señala Carnelutti para caracterizar los 
actos procesales viciados sanables de los no sanables. Después de señalar que la 
nulidad es el "más alto grado de la imperfección del acto"; esta mayor gravedad de la 
imperfección se expresa en el aforismo "quod nullum est nullum producit effectum" 
(FRANCISCO CARNELUTTI, "Instituciones del proceso civil", trad. de S. Sentís Melendo, 
vol. 1, Buenos Aires, 1959, p. 531), trata de encontrar ese criterio distintivo más allá 
de los preceptos jurídicos concretos del propio ordenamiento legal y estima encon-
trarlo del siguiente modo: "Hay, por tanto, dos cualidades y hasta dos grados de 
vicios esenciales, sanables y no sanables: los primeros se refieren a un requisito que, 
aun cuando normalmente indispensable para la obtención de la finalidad, sin em-
bargo, por excepción, puede no resultar tal; los segundos se refieren a requisitos cu-
ya ausencia no consiente, ni siquiera por excepción, la obtención de la finalidad" 
(ibid. p. 537). F. ROBERTI, tras distinguir -<>b., vol. y ed. ctds., p. 627- entre nulidades 
de derecho público y de derecho privado, y señalar que todo el proceso canónico es 
público, indica "attamen non omnes normae sunt cogentes". Pues bien, según este 
autor, las nulidades de derecho privado generalmente pueden sanarse por la renuncia 
expresa o tácita de las partes, mientras que las de derecho público se sanan por 
transcurso del tiempo, o por la preclusión de la denuncia de la nulidad (ibid., p. 629). 
11. En la bibliografía procesal española, con relación a determinados actos pro-
cesales, como el indicado, Serra, siguiendo a Fenech, construye una categoría inter-
media entre la nulidad absoluta y la anulabilidad. La ¡jesigna con el nombre de nuli-
dad relativa, y, en su opinión, "se distingue de la nulidad absoluta en que puede ser 
objeto de subsanación; y se distingue de la anulabilidad en que no necesita ser puesta 
de relieve por la parte, mientras la nulidad relativa sólo puede ser compensada me-
diante una conducta positiva, siendo inoperante la conducta meramente negativa, la 
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mente el c. 1. 7II, 2 se pronuncia en el sentido de que no 'es necesaria 
la citación en estos casos de comparecencia espontánea. Son preceptos 
paralelos a los arts. 74, 2 Y 84 de la Instrucción. Espigando en el CIC 
y en la Instrucción PME pueden hallarse fenómenos parecidos que 
harían entender como de utilidad la declaración de nulidad de deter-
minados actos: ej., de esto ocurriría si la parte citada viciosamente para 
confesar, sin embargo, acude a deponer en el momento señalado. Lo 
mismo puede ocurrir con testigos o peritos. Otro caso, a título también 
de ejemplo, pueden serlo el de pruebas mal practicadas que han sido 
luego reproducidas de algún modo, o el de parte contumaz, que más 
tarde purga su contumacia y, al purgarla, no llega a perder ninguna 
opción procesal ni a padecer ningún perjuicio: indudablemente, los 
vicios de que adoleciera la declaración de su contumacia han venido 
a resultar irrelevantes. Aun muchos casos parecidos o análogos pudie-
ran aportarse. 
Por consiguiente, entendemos que si se realiza ilegítimamente algún 
acto procesal que resulta irrelevante para el proceso, tanto en su aspec-
to jurídico formal como en el jurídico material, la parte a quien le 
interese la declaración de nulidad podrá ejercer la acción correspon-
diente, conforme a los cc. 1.679 y 1.680, independientemente de que 
el vicio de que adolezca el acto merezca ser calificado como causa de 
su existencia o de su nulidad radical o absoluta, tema que nos reserva-
mos para exponerlo más adelante con mayor detenimiento. Y el ejer-
cicio de esta acción, a nuestro entender, por el oportuno libelo de de-
manda que contenga la pretensión de nulídad, se planteará por la parte 
interesada ante el mismo juez o tribunal que venga conociendo, en 
anulabilidad es compensada tanto mediante acciones como mediante omlSlones. Por 
tal motivo podemos considerar la nulidad relativa como una subespecie de la nulidad 
absoluta, que puede ser desvirtuada en virtud de actos concretos" (MANuELSERRA Do-
MÍNGUEZ, "Estudios de Derecho Procesal", Barcelona, 1969, p. 464). Quizás en vez de 
decir "compensada", para evitar equívocos, debió decir "subsanada". F. ROBERTI -ob., 
vol. y ed. ctds., pp. 630 Y 631-, aparte de la confirmación por el Romano Pontífice, 
que hemos de entender como acto que rebasa las exigencias del Derecho procesal, 
distingue otros modos de revalidación de los actos nulos: la renovatio (partes possunt 
renovare actus processuales nuHos ante lapsum termini peremptorii) y la ratihabitatio 
(e;¡:pressa adprobatio actus numo Y señala: Ita pars potest ratos habere actus positos 
a procuratore sine mandato vel ultra limites ipsius; legitimus repraesentans actus po-
situs a persona inhabilL.). 
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cualquier instancia, mientras no haya recaído sentencia que goce de 
firmeza. 
Es más, el c. I,895 y el arto 2IO de la Instrucción contemplan la 
hipótesis, para los casos de nulidad sanable, de que la parte interesada 
advierta el motivo de nulidad al momento de apelar de la sentencia. En 
tal hipótesis, podrá plantear la acción de nulidad con la apelación o 
por separado. Pero en este segundo caso, sin embargo, como querella 
de nulidad, y sólo se podrá ejercitar dentro de los tres meses a partir 
de la publicación de la sentencia. Por consiguiente, si se plantea con 
la apelación no se habrá de entender que se formule como querella de 
nulidad, con peculiar competencia y procedimiento ordinario propio, 
sino que se ha de pensar que debe seguir el trámite de incidente, pues 
creemos que el tema de la nulidad es prejudicial a la cuestión de fon-
do 12 y dado lo que prescribe, a este respecto, el C. I.895 y el arto 
2IO citados, pensamos: ¿qué inconvenientes hay para que se aplique 
también en los casos de nulidad absoluta de otros actos procesales? 
No vemos tales inconvenientes a pesar de la especificidad de los dos 
preceptos legales. Si media un vicio de nulidad de los que producen 
nulidad absoluta de la sentencia, ¿por qué no se va a poder plantear, 
incluso no con la apelación, sino pendente appelatione, la pretensión 
de nulidad, por vía de incidentes, si el tracto del . proceso aún per-
manece? 
12. Della Rocca, en cambio, y contra el parecer de Roberti, entiende que "si la 
querella de nulidad se propone acumulativamente con la apelación, la causa será in-
troducida mediante un auto en que vayan indicados los motivos de apelación y los 
motivos de nulidad, y se desarrollará conforme a las reglas dictadas para la apela-
ción. La sentencia reconociendo la nulidad debe remitir las partes para el fallo sobre 
el mérito al juez a quo" (FERNANDO DELLA ROCA, "Instituciones de Derecho procesal 
canónico", trad. de P. de Iragui, Buenos Aires, 1950, p. 354). Y reconoce este autor 
<ibidem, n. 24 a, p. 354), que "el juicio acerca de la injusticia debe venir en pos del 
que versa sobre la nulidad, ya que, si el juez de apelación reconoce que la sentencia 
es nula, por lo regular remite las partes al juez a quo". Esto no es más que afirmar 
el carácter prejudicial de la nulidad que sirve de base a la impugnación. Y si esto 
es así, ¿qué razón hay que, para juzgar de esa nulidad, haya de seguirse el procedi-
miento ordinario de la apelación, puesto que si el Tribunal ad quem acepta el motivo 
de nulidad no puede resolver !¡obre el fondo o mérito de la causa? Lógico resulta en-
tonces que la nulidad alegada sea sometida a un proceso rápido, sumario, limitado a 
este tema, de cuya solución dependerá, o que, si efectivamente hay nulidad, se remi-
tan los autos de nuevo al juez a quo, o que, si no la hay, siga adelante el trámite or-
dinario de apelación para que este Tribunal ad quem juzgue libremente del problema 
de fondo planteado. 
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Sería absurdo que, advertido un defecto tan radical, hubiera que 
esperar la firmeza de la sentencia a fin de plantear, más tarde, la 
querella nullitatis. Aceptar tal conclusión iría contra el principio de 
economía procesal, aparte de resultar ilógica. Si se admite para la 
nuliaad llamada sanable, habría, con mayor razón, que admitirla para 
la i.nsanable. 
No estamos aquí ante un nuevo título de demanda de los prohibidos 
por el c. 1.891, 1, o de un nuevo capítulo de nulidad de matrimonio 
del art. 215 de la Instrucción. Por el contrario, contemplaríamos un 
vicio del acto procesal que, al poder ser alegado como causa de nulidad 
en instancia ulterior, también puede ser alegado en cualquier instancia 
anterior mientras no haya recaído sentencia firme. Sólo en este mo-
mento no quedará otro camino expedito, para obtener la nulidad del 
acto, que el del recurso extraordinario, llamado por el CIC, querella 
nullitatis, independientemente de que, por el momento, no nos pro-
nunciemos en favor o en contra de la doctrina del numerus apertus o la 
del numerus clausus. Pero, sin duda alguna, si el vicio de nulidad que 
sea, se advierte ya pronunciada sentencia firme, sólo cabrá querella 
nullita¡tis. Si antes, habrá de acudirse al inciaente de nulidad, cualquiera 
que fuere el momento procesal en que se encuentre el proceso aún 
pendiente de resolución que adquiera firmeza, es decir, siempre que 
no se haya hecho inatacable -cosa juzgada formal-, en su propio 
itinerario procesal, por vía del recurso ordinario de apelación, cual-
quiera que sea el grado en que se encuentre interpuesto 13, 
Tras las anteriores conclusiones, nos formulamos la última pregunta 
en relación con este apartado, y que es, además, la que lo justifica: 
¿Tal acción de nulidad, puede, aparte de la parte interesada, ejercitar-
13. Es interesante, a este efecto, la afirmación de la naturaleza incidental del 
proceso nacido del ejercicio de la acción de nulidad de actos procesales, según lo en-
tiende Della Rocca y que, a nuestro juicio, viene a confirmar nuestra opinión. Para 
este autor -ob. y ed. cits., p. 86-, cuando la nulidad se refiere a actos de derecho 
sustancial, origina un proceso autónomo; en cambio, si se refiere a sentencias a las 
que corresponde impugnar por la vía de la querella nuUitatis, este especial medio de 
impugnación o recurso será el adecuado; ahora bien, excluídos estos · casos, el proceso 
será incidental si concierne a actos de derecho procesal, no ofreciendo en ninguno de 
estos casos el proceso particularidad alguna, con excepción de las particularidades 
que puedan proceder de la confirmación o convalidación de actos nulos por el Ro-
mano Pontífice, conforme al c. 1.683, tema que, como entendemos, rebasa el ámbito 
del derecho procesal. 
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la ex officio el juez o tribunal que venga conociendo el proceso, pu-
diendo éste, de igual modo, promover la causa incidental de nulidad? 
También se ha de responder afirmativamente a esta pregunta última, 
que es, a su vez, una solución coincidente con la cuestión planteada 
tal como quedó resulta, en el presente caso, por el Tribunal rotal me-
diante la promoción ex officio procesal del tema de la nulidad de la 
sentencia sometida a su instancia superior. 
a) En efecto, para el ejercicio de la acción de nulidad queda 
legitimada la persona interesada en obtener este resultado, según el 
c. r.67g. Para la nulidad de los actos procesales se han de entender 
personas interesadas aquellas que son partes en el proceso. Pero el c. 
1.682 concede la facultad de declarar de oficio la nulidad de los actos 
cuando dicha declaración interesa al bien público. Las normas pro-
cesales interesan, por su naturaleza pública 14, al bien público. Más, en 
el caso objeto de consideración, el Tribunal rotal no es que declarara 
de oficio la nulidad sin más, sino que, advertido del vicio, y con res-
peto a los derechos procesales de las partes en litigio, las tuvo en cuen-
ta, para oirIas, antes de proceder en litigio, las tuvo en cuenta, para 
oirlas, antes de proceder a esa declaración; así como hizo intervenir 
también, para que alegara lo precedente, al Promotor de justicia -fa-
cultad que siempre tiene, no sólo el Colegio de magistrados, sino el 
Ponente, según el art. II8 de NOSRR- que es la parte pública en el 
proceso, es decir, la parte portadora de los intereses que hacen referen-
cia al bien público de la Iglesia (c. 1.586), como expresamente dice el 
art. r6, r de la Instrucción PME: Promotor justitiae intervenire debet ... 
et ubi de lege processuali tutanda agitur, y el art. 28, r NOSRR esta-
blece: Promotor justitiae in causis conten'tiosis bonum publicum tuetur. 
Quién puede declarar ex officio nulo un acto jurídico, puede tam-
bién poner en evidencia el defecto para que, aquellos interesados en el 
14. No niega Roberti que pueda haber, entre las normas procesales, algunas que 
pertenezcan a la esfera del Derecho privado, pero, en ellas, asegura, prevalece el ius 
publicum. Hasta el punto de afirmar: "Normae processuales non praesumuntur dispo-
sitivae quia plerumque bonum publicum specta" (F. ROBERTI, ob., vol. y ed. ctds., p. 51). 
Estas son, frente a las dispositivas, normae cogentes, de naturaleza inderogables (vid. 
ibid., p. 92). Pues bien, siempre que nos encontremos ante una norma procesal pen-
semos que pertenece al ámbito del ius cogens mientras no se acredite su naturaleza 
dispositiva. Y de aquí que las infracciones en este campo del proceso sean relevadas 
normalmente ex oificio por el juzgador. 
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ejercicio de la acción de nulidad, se ocupen de ejercitarla. Y esto fue 
lo que hicieron, tanto el Promotor de Justicia como la parte apelante 
-ambos interesados- en el incidente sumario promovido ex officio por 
el órgano de justicia, al solicitar de éste la declaración de nulidad de 
la sentencia dictada en P. por los jueces delegados por el Cardenal 
Arzobispo de B. Con el Promotor de Justicia se observó además lo 
que dispone el segundo inciso del art. 16, 1 de la referida instrucción. 
Pero aún existen más razones en pro de la iniciativa llevada a cabo 
por el órgano judicial de apelación. 
b) Sin entrar de momento a opinar sobre si la causa de nulidad 
procedía o no, lo cierto es que el tema de la competencia resulta ser 
de las pocas materias procesales en las que el juez in limine lite conoce 
y resuelve ex officio ante la sola presentación de la demanda: es una 
materia, pues, reservada, desde el primer momento del proceso, a su 
conocimiento y juicio, por afectar, en el mayor número de casos, a 
los mismos supuestos del obrar válido del proceso 15. 
La importancia de esta actividad inicial del juzgador, para aceptar 
o rechazar su propia competencia, se halla constatada en los cc. 1.605, 
1; I.6II Y 1.709, 1; así como por los arts. 27, 2 Y 61 de la Instrucción 
PME y art. 60 de NOSRR. De la importancia de esta materia relativa 
a la competencia, y en concreto con relación a los procesos de nulidad 
de matrimonio, da cumplida razón también de 1929. Con mayor ra-
zón tal iniciativa ha de proceder ante la falta de jurisdicción, ya que 
la jurisdicción es previa a la competencia. 
y c) porque la querella de nulidad no sólo pueden ejercitarla las 
partes perjudicadas por la sentencia, sino de igual modo el Defensor 
del vínculo y el Promotor de justicia (cfr. c. 1.897, 1 Y art. 2II, 1 
PME), como partes que son también, aunque de naturaleza pública, 
del proceso en que intervienen. Y al Promotor, hemos de entenderlo 
así aunque no hubiera, hasta entonces, intervenido como parte en dicho 
proceso; en todo caso, pues, como portador de la defensa del interés 
público de la Iglesia y por quedar encargado por el legislador, expre-
samente, de la tutela de la ley procesal, como antes Se dijo. 
Pero es más, en los mismos preceptos en que tal legitimación se 
otorga para el ejercicio de la querella de nulidad, es decir, el c. 1.897 
15. Cfr. F. ROBERTI, ob., vol. y ed. ctds., pp. 418-420. 
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y SU correspondiente arto 2II de la Instrucción, en el parágrafo 2 de 
ambas normas legales, se añade que el juez o tribunal puede, induda-
blemente al advertir el vicio ae nulidad, volver sobre la sentencia nula 
que él dictara y enmendarla dentro de los plazos establecidos para 
demandar o ejercitar la acción llamada querella de nulidad. 
No podemos entrar ahora en el tema de si esta actividad ex officio, 
que operaría como un auténtico recurso extraordinario, debe realizarse 
por el Juez o Tribunal por su exclusiva iniciativa e independencia 
respecto a los otros sujetos procesales, o, por el contrario, lo que debe 
hacer el órgano judicial es poner de relieve y notificar el vicio al Pro-
motor de justicia, y a las otras partes personadas en el proceso, a fin 
de que aquél o alguna de éstas, si lo desean, ejerciten la querella nu-
llitatis 16. Quizás aquel modo espontáneo y autónomo de actuación del 
órgano de justicia sea más adecuado para ciertas hipótesis del C. 1.894, 
concretamente para los de los nn. 3.° y 4.°. No se muestra, en cambio, 
como conveniente para las restantes hipótesis del mismo canon, y mu-
cho menos para los del C. 1.892. Parecería entonces oportuno que se 
requiriera de las garantías que supone la audiencia de partes, y, en 
definitiva, del estudio y consideración propia de un proceso contradic-
torio en el que quepa pronunciarse, mediante un juicio acertado, acerca 
de la nulidad. 
Pero sea de un modo o de otro, lo cierto es que al juez o tribunal, 
en el tema de la nulidad de la sentencia, se le atribuye por el legislador 
facultades de volver sobre una sentencia firme por él mismo dictada; 
16. Más lógica parece esta posición, y más prudente. Y a ella se afilian diversos 
autores, aunqu ... con diversas matizaciones. Así MATTHREUS CONTE A CORONATA, O. F. M. 
-"Institutiones iuris canonici", Torino, 1956, p. 387- cuando propone: "Etiam si de 
causa boni privati agitur, iudex potest procedere ex offido ad declarationem nulli-
tatis, quia semper boni publici interest bona iustitiae administratio". Y entiende: "Si 
iudex ex officio ad declarandam sententiam nullam procedere intendat, ad hoc citare 
partes debet. Si partes huic declarationi se opponant, nec in causa sit bonum pubIicum 
iudex ab hac declaratione abstineat". Della Rocca señala cómo "el mismo juez puede 
de oficio volver sobre la sentencia y enmendarla (para usar los términos no muy 
apropiados del Codex) dentro de los plazos establecidos en la Ley, previa notificación 
a las partes de la necesidad que él ve de retractar y enmendar aquélla, a fin de que 
dichas partes puedan presentar sus razones defensivas" (F. DELLA ROCCA, ob. y ed. 
ctds. p. 352). Este autor se apoya en Lega, quien, por otra parte, no deja de distin-
guir entre aquellas causas puramente contenciosas, que afectan únicamente al bien 
privado, y ' aquellas otras que hacen referencia al bien público (cfr. Cardo LEGA-
V. BARTOLCETTI, ob., vol. y ed. citds., pp. 1.032-1.034). 
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y aún con mayor razón, entendemos, ha de tener dichas facultades 
-por el efecto devolutivo que lleva consigo la apelación- el Juez o 
Tribunal de apelación cuando advierta, en la sentencia dada por el 
inferior y aún carente de firmeza, un vicio de nulidad que pueda jus-
tificar en el futuro una querella nullitatis. Entonces lo procedente sería 
lo que hizo el Tribunal rotal en el caso -objeto de nuestro estudio: de-
clarar la nulidad de la sentencia apelada y devolverla de nuevo al 
Tribunal que la dictó para que se ajuste, en su nuevo pronunciamiento, 
a las exigencias legales de las normas procesales. 
Ello no sería ir más lejos de lo que va, en cuanto a iniciativa pro-
cesal del juez ante el vicio de nulidad de la sentencia, el § 2 de los 
respectivos preceptos del c. 1.897 y del arto 2II de la Instrucción; es 
congruente con el ámbito de conocimiento que la competencia atribuí da 
al juez o tribunal de superior instancia en grado de apelación concede 
el efecto devolutivo que este recurso ordinario lleva por naturaleza; 
y respeta la competencia originaria del juez o tribunal de instancia in-
ferior para que éste vuelva a dictar) ajustado a la ley, la sentencia 
debida, sin que se produzca salto alguno en el grado de la competencia; 
máxime cuando el Tribunal superior, en el caso objeto de estudio, 
obró con el mayor respeto a los intereses de parte y del mismo Promo-
tor de justicia, no procediendo ex officio a declarar la nulidad, sino 
procediendo ex officio a desvelar el vicio, a fin de que las partes preten-
dieran lo que estimasen conforme con el Derecho en relación con la 
posible nulidad que se ponía de relieve. 
y ese modo de proceder, pensamos, es oportuno y acertado no 
sólo para cuando un juez o tribunal descubre el vicio de nulidad en 
la sentencia misma, sino cuando lo descubra en cualquier acto proce-
sal que pudiera influir, o haya influído ya, produciendo la nulidad 
de la sentenda. El principio de economía procesal exige que no se 
sigan realizando actos procesales cuando se apercibe el órgano de 
justicia de que la sentencia que se declare en su día puede adolecer 
de un vicio de nulidad 17. Y el principio de garantía a los derechos de 
17. Pudiera decirse que, sobre la posibilidad, aún pendiente el proceso de sen-
tencia firme, de declarar ex officio la nulidad cuando es absoluta, es doctrina de la 
que cabe hablar que sobre ella hay consensus, tal como, p. ej., Serra -M. SERRA Do-
MmGUEZ, ob. y ed. citds., p. 462- la expone: "Pero aún cuando no se interponga el 
recurso, no por ello puede entenderse consentidos por las partes tales defectos, en 
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parte, también parece exigir que el juez o tribunal -o al menos sería 
muy conveniente-, antes de decretar ex officio una nulidad, notifique 
a las partes el vicio observado a fin de que expongan las razones y ha-
gan las peticiones indicadas, en razón a sus intereses en el proceso, en 
relación con ese vicio de nulidad puesto de relieve ex officio por el 
órgano de justicia. 
Sin perjuicio, claro es, de que si ninguna de estas partes se pronun-
ciaran en pro de la nulidad y, por el contrario, el juez o tribunal es-
timara darse el vicio, éste dicte el decreto de nulidad con las posibles 
apelaciones subsiguientes si se entiende que tal decreto produce efecto 
definitivo (vid. c. 1.902, 3.° en relación, a contrario sensu, con el 
c. I.880, 6.° y art. 214 PME). 
Es curiosa la contradicción que presenta el arto 214 citado cuando 
habla de sentencia o decreto interlocutorio que tenga fuerza de senten-
cia definitiva, en proceso de nulidad de matrimonio, cuando el art. '2.17 
niega que las sentencias matrimoniales pasen a cosa juzgada. Induda-
blemente nace tal contradicción, de una defectuosa comprensión que 
el legislador canónico tuvo de la cosa juzgada; hora es ya de que esta 
confusión, de que adolece tanto el CIC como la Instrucción PME, 
quede esclarecida 18. 
III. La fórmula DILATA como instrumento del que se sirve el Tri-
bunal a fin de paralizar el proceso: la idea de avance hacia su fin pro-
pio y específico caracteriza a la voz proceso. Todo fenómeno que para-
cuanto las formas procesales son de orden público y, por tanto, devienen indisponi-
bIes para las partes. El juzgador, de oficio, debe señalar el defecto tan pronto lo ad-
vierta, aun cuando haya precluído el período procesal oportuno para ello". Aquí 
puede traerse como aplicable la cita de Roberti que aunque entiende que el Código 
no determina cuándo, ex officio, 'debe declararse la nulidad, entiende, sin embargo, 
"sine dubio, ne inutiliter exerceatur iurisdictio ex officio relevanda sunt nuHitates 
quae sententiam nullam efficiunt, nec non eae quae publice intersunt (c. 1.619, 2; .. .> 
ad recte administrandam justitiam; immo iudex potest ipsam sententiam nullam re-
tractare inter terminos ad agendum statutos" (F. ROBERTI, ob., vol. y ed. ctds., p. 627) 
y agrega: "Promotor iustitiae saepe debet intervenire" (ibid., p. 628). 
18. Parece contradictorio que el arto 214 PME haga mención de sentencia o de-
creto con fuerza de cosa definith'a -"habe're vim dejinitivae-, e incluso de gravamen 
que no pueda repararse por la sentencia definitiva, cuando el C. 1.903 indica que las 
causas sobre el estado de las personas "numquam transeunt in rem iudicatam" y el 
arto 217 PME proclama igual principio. Sin embargo, tal contradicción es más apa-
rente que real, pues como ha puesto de ,relieve recientemente De Reina -VÍCTOR DE 
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lice al proceso 10 coloca en una situación de crisis 19. Estos fenómenos 
no tienen idéntica naturaleza aunque todos produzcan de momento un 
efecto paralizador idéntico. Sin embargo, cada uno de ellos tienen un 
modo peculiar de ,realizarse; cada uno de ellos dejan de producir su 
eficacia paralizadora también de modo distinto. Reconducir estos fe-
nómenos a unas categorías donde encajarlos y sistematizarlos, a fin de 
obtener una debida distinción y clasificación de ellos, es íntento que 
la doctrina procura conseguir, pero, como señalan en España Gómez 
Orbaneja y Herce Quemada 20, es indudable que falta un criterio 
fijo en la doctrina para distinguir tales fenómenos, como falta en la 
misma legislación. 
En el campo procesal canónico observamos un criterio clasificador, 
bastante acertado en Della Rocca 21, al distinguir, con el nombre de 
suspensión, al fenómeno paralizador surgido del planteamiento de cues-
tiones incidentales de tipo prejudicial, y con el nombre de inter1"ttpción 
cuando surgen cuestiones que hacen relación, de un modo especial. 
a la legitimación procesal de las partes o a sus relaciones con el juicio. 
Olvida, este autor, sin embargo, la figura de la paralización por falta 
de actos de impulso, puesto que tal fenómeno lo estudia dentro de la 
perención o caducidad de la instancia, contemplando entonces, tal 
REINA, "La cosa juzgada en el proceso ordinario canónico", IVS CANONICVM, 1968, pp. 
345-367-, al plantearse el problema de la "ulterior causa e propositio", "la cosa juz-
gada del primer proceso se dio, lo mismo la formal que la material". Y añade: "Ocu-
rre, pues, simplemente que la primera sentencia firme produce una cosa juzgada so-
metida a una eventualidad. Para explicar este fenómeno hay que acudir a la teoría 
de los límites de la cosa juzgada, que como se sabe son de esencia del concepto" (ibid., 
p. 361. Los subrayados son del autor). 
19. El concepto de crisis procesal -según J. GUASP: "Derecho Procesal civil", t. y 
ed. cits., p. 495- es cualquier supuesto de anomalía dentro del desarrollo de un 
proceso. Tiene que tratarse, desde luego, del desarrollo de un proceso, porque la 
anomalía que acontezca en otro de sus momentos fundamentales, v. gr., en el de 
iniciación (comienzo del proceso civil de oficio en vez de a instancia de parte) o en 
el de terminación (conclusión del proceso civil por desistimiento o allanamiento en 
vez de por sentencia) no es, rigurosamente hablando, una crisis del proceso. Pero, 
con esta única salvedad, el concepto de crisis recoge cualquier desviación que el pro-
ceso experimente respecto al desenvolvimiento normal que su ordenación jurídica 
establece". Pues bien, este autor entre los tipos de crisis señala la de la actividad. 
Paralización es, para él, "aquella crisis de la actividad que consiste en una quietud 
anormal 'del procedimiento, esto es, en la inexistencia de aquel progreso, que es propio 
a la idea de devenir tempora, en que el proceso consiste" (ibidem, p. 507). 
20. Cfr. E. GóMEZ ORBANEJA Y V. HERCE QUEMADA, ob. y ed. citds., pp. 187-190. 
21. Cfr. F. DELLA ROCCA, ob y ed. citds., pp. 202-205. 
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fenómeno, sólo en su permanencia a lolargo del tiempo, olvidando que 
la caducidad no es más que un efecto derivado, y el más caracterizado 
ciertamente, de otro fenómeno procesal que tiene su propia sustanti-
vidao. 
De aquí que nos parezca como distinción más acertada de tales 
fenómenos la que, atendiendo al ordenamiento español, señala Guasp 2Z; 
nosotros la recogemos con ciertas modalidades, respecto al contenido 
específico de cada figura, al adaptar, tal nomenclatura, al ordena-
miento canónico. Tales figuras son; la detención (paralización por 
falta de actividad o impulso), la suspensión (paralízación derivada de 
peticiones o actos de Jos sujetos procesales que traen como consecuencia 
que el proceso no pueda, de momento, proseguir en su avance) y la 
interrupción (en cuyas hipótesis no se da una voluntad positiva con-
traria al progreso del proceso, ni siquiera una omisión que la detenga, 
sino la concurrencia de un hecho o acto jurídico que, producido fuera 
del proceso, o por lo menos al margen de su fin mismo, lo influye, sin 
embargo, paralizándolo: son hipótesis como la de la muerte de algún 
litigante, cese del poder o mandato del procurador, etc. (cfr. cc. I.733 
y I·735, arto 79 y 80 NOSRR). 
Los tres tipos de fenómenos diversos, que pueden reconducirse a 
la figura amplia de la paralización, se producen cada uno de ellos por 
causas distintas, provocan efectos peculiares aunque todos coincidan 
en el efecto común paralizador, y finalizan reavivando al proceso, que 
seguirá adelante su línea de 3;vance, por diversos actos que producirán 
eficacia distinta, según el tipo de paralización, respecto a la reanuda-
ción del tracto procesal. 
Pues bien, la fórmula Dilata que comentamos, podemos clasificar-
la como perteneciente al fenómeno-tipo de suspensión del proceso 23. 
22. Cfr., aunque con alguna variante, J. GUASP, ob., t. Y ed. últ. citds., pp. 507-509. 
23. Es indudable la analogía, de la fórmula utilizada en este caso, con la emplea-
da por el arto 146, 5 NOSRR cuando, a efectos de completar la prueba, suspende el 
proceso, pendiente ya sólo de sentencia, con la fórmula: "Dilata, et coadiuventur 
probationes iuxta instrnctionem dandam". Con lo que generalizando el uso del tér-
mino, por aplicación a otras hipótesis, se ha de entender, con la palabra "Dilata", una 
fórmula común de suspensión, por el Tribunal rotal, del proceso pendiente de sen-
tencia en virtud de alguna razón que estime legítima para adoptar tal medida, antes 
de que la sentencia llegue a pronunciarse y como condicionante de la misma. Para 
Guasp, el incidente es una cuestión anormal originada por "cuestiones que no perte-
necen al tema lógico normalmente establecido" (J. GUASP, ob., t. Y ed. últ. cit., p. 504). 
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En efecto, con ella el Tribunal. por un acto de su voluntad -no peti-
ción de partes, pues procedió de la jniciativa ex officio del juzgador-
incidió en el proceso, paralizándolo, con el fin de tramitar, en el inci-
dente cautelar ya pendiente únicamente de resolución, un nuevo in-
cidente relativo a la nulidad de la sentencia apelada. Paralización que 
resultaba además necesaria, habida cuenta de que si se acreditaba la 
Para este autor, los incidentes generan un peculiar tipo de cnS1S del proceso, que 
denomina "crisis objetiva". Y añade: "En primer lugar, el. incidente debe ser, pues, 
una duda intermedia o intercurrente (Zwischenstreit) respecto al proceso ... En se-
gundo lugar, el incidente ha de relacionarse con los temas de discusión ya planteados ... 
Cabe que la relación afecte tanto a cuestiones de trámite: en cuanto al Juez o a las 
partes .. . , o en cuanto a la validez o nulidad de algunos actos procesales... En tercero 
y último lugar, el incidente ha de exigir un tratamiento procesal especifico" (J. GUASP, 
ibidem, p. 505). Pues bien, este tipo de crisis objetiva provocado por los incidentes 
"pueden engendrar o no una crisis de la actividad, según que constituyan o no obs-
táculo a la continuación del proceso principal" (J. GUASP, ibidem, p. 508), como ocu-
rrió, en el caso contemplado por el Decreto de nulidad, objeto de este comentario. 
Aún, en este tema, es más expresivo Prieto Castro cuando enseña que "la decla-
ración de nulidad de los actos procesales por defecto de forma se puede obtener 
mediante el remedio establecido en el n.O 1 del art. 745, que la práctica ha consti-
tuído como "recurso". Este precepto -añade- se halla incluído en el Título de la 
Ley que trata de los incidentes" (cfr. PRIETO CASTRO, ob., vol. y ed. citds., p. 436). 
"Legitimados para interponer este llamado recurso -aclara más adelante- están las 
partes del proceso principal en que la nulidad aparece, y el procedimiento idóneo es, 
naturalmente, el de incidentes" (ibidem, p. 745). Sin embargo, ¿cómo hacer congruente 
esta solución con la declaración ex officio, ·que este mismo autor postula para los 
casos de inexistencia y nulidad absoluta, al decir que "el tribunal ha de apreciar de 
oficio la existencia de la falta, no permitiendo que el acto produzca efecto"? Y se 
contesta: "No obstante, por consideraciones de conveniencia, oportunidad y econo-
mía procesal, los tribunales pueden y deben actuar en el sentido de mitigar el exce-
sivo rigor formalista de la norma procesal (si ello no atenta contra la imparcialidad 
del juez, contra la seguridad jurídica, ni contra la igualdad de las partes) mediante 
una subsanación ordenada ex officio" (ibídem, p. 435). Mas esto nos pone ante el pro-
blema que hemos dejado ya indicado: esa subsanación -salvando los principios-
¿no implicará que los vicios de los actos subsanables no son realmente causas de 
nulidad absoluta? Pues si lo son, tal subsanación sólo será posible reiterando de 
nuevo el acto, o no teniéndolo en cuenta por no contar con verdadera influencia ni 
en el proceso mismo ni en relación con la sentencia de fondo. Y desde luego, estas 
opiniones lo que evidencian es que en el proceso el tema de la nulidad debe ser 
tratado con suma prudencia y muy restrictivamente, efecto del principio de economía 
procesal, que es de observancia para todo proceso en cualquier . ordenamiento jurídico. 
Con mejor acierto, opinamos con Serra, que, para el caso de la nulidad absoluta, "la 
subsanación o bien es imposible, o sólo produce efectos desde el momento en que se 
produjo, cuando ella implique la renovación total del acto, anulándose todos los ac-
tos procesales que guarden relación con el acto nulo". En cambio, "en la nulidad rela-
tiva y en la anulabilidad los defectos son por regla general subsanabies" (M. SERRA 
DOMÍNGUEZ, ob. y ed. citds., p. 466). 
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nulidad de la sentencia ésta resultaría inapelable conforme al c. 1.880, 
3.°, por lo que no era admisible que, advertido el posible vicio, conti-
nuara la apelación hacia adelaQte hasta que no se decidiera si existía o 
no la posible nulidad puesta de relieve por el tribunal de apelación. 
El proceso queda suspendido desde el momento en que el órgano 
judicial lo decreta. Si el incidente hubiera surgido a petición de parte, 
desde el momento mismo en que hubiera sido admitido, conforme al 
c. 1.839, arto 189 de la Instrucción y arts. I09 y IIO NOSRR. y esa 
suspensión, contra lo que ocurre en los casos de detención, por falta 
de actividad de impulso, en los que siguen corriendo los plazos pen-
dientes hasta su término, se produce instantáneamente en el momento 
procesal en que se dictó el Decreto. De tal modo, que llegada la oca-
sión de reanudar el proceso, esto se hará en el momento procesal mis-
mo en que se encontraban las actuaciones del proceso al ser suspendidas. 
Así, caso de que hubieran corrido algunos días del plazo aún pen-
diente cuando se suspendió el proceso, al reanudarse, habrá de seguir 
corriendo dicho plazo, computándose los días transcurridos con los 
siguientes a la reanudación, como si se tratase de un plazo que corre 
sin solución de continuidad. 
La reanudación dependerá del resultado que proporcione el pro-
nunciamiento en el decreto que resuélve el incidente. Si, en la hipótesis 
objeto de estudio, la decisión judicial no hubiera sido favorable a la 
nulidad por cuya razón se planteó este incidente, las actuaciones del 
proceso se habrían de reanudar en el momento procesal en que se sus-
pendió. Como se decretó el Dilata, para el incidente de nulidad, cuan-
do se hallaba el proceso pendiente de resolución acerca de un incidente 
de naturaleza cautelar y previo, los autos hubieran quedado pendientes 
de la resolución sobre este tema. 
Al resolverse, por el contrario, a favor de la nulidad de la senten-
cia apelada, los autos quedan de nuevo pendientes de que el Tribunal 
que dictó su sentencia bajo ese vicio, vuelva a dictarla nuevamente 
en forma debida, quedando sin efecto pues, todas las actividades pro-
cesales posteriores 24. Con 10 que el recurso de apelación contra la sen-
'24. Dadas la concatenación y causalidad que los actos procesales tienen con los 
actos precedentes, efectuados en el mismo proceso, "la nulidad . de un acto procesal 
acarreará la nulidad de los restantes actos procesales que traigan causa de él. La 
ineficacia inicial de un acto priva de su eficacia a los actos que le siguen" (M. SERRA 
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tencia queda sin efecto, como queda sin eficacia alguna el proceso inci-
dental de orden cautelar que sirvió de ocasión para que el Tribunal 
se reuniera al objeto de resolverlo y advirtiera entonces el vicio de 
nulidad de que adolecía la sentencia apelada. El proceso, diríamos, 
retorna al momento procesal inmediatamente anterior al acto que se 
declaró nulo. 
Es en el momento de la reanudación cuando puede presentarse a 
su vez el tema de la detención, pues si decretada la nulidad, ninguna 
de las partes, ni el órgano judicial, realizaran actividad alguna que 
impulse la reanudación del proceso, tras la decisión dictada en el in-
cidente, tal proceso quedará detenido, pendiente de impulso, y bajo 
la amenaza de que, si esa detención perdura, llegue a convertirse en 
caducidad. Riesgo que se da también mientras el incidente se encuen-
tra en trámite, ya que si este se detiene por falta de . impulso, dado 
que el proceso se paraliza por razón del incidente, la detención de éste, 
no por motivo del mismo incidente, sino por la falta en él del impulso 
judicial o de parte, la caducidad de la instancia en el incidente apareja 
también la caducidad del proceso principal. Es un fenómeno, pues, 
el que señalamos, ajeno al incidente, imputable a la negligencia de 
los sujetos procesales, lo que motiva la falta de detención consiguiente, 
que, a 10 largo, acarreará caducidad 25. Si hubiera estado en grado de 
DOMÍNGUEZ, ob. y ed. citds., p. 466). Con base a esta doctrina, entendemos que la 
nulidad de una sentencia arrastra la nulidad de las actividades del recurso ordinario 
de apelación que se interpuso contra ella. Los canonistas hablan, en relación con 
el c. 1.680, 2, de una nulidad originaria y de una nulidad derivada, ¡'según que dependa 
de un vicio inherente al mismo acto de que se trata o de la nulidad de un acto pre-
cedente. Así, la nulidad de la citación o la ilegitimidad del mandato procuratorio 
invalidan todo el proceso. Por el contrario, la nulidad de las pruebas es siempre ori-
ginaria porque la nulidad de una no implica la nulidad de otras" (S. ALONSO MORÁN-
M. CABREROS DE ANTA, ob., vol. y ed. ctds., p. 417). Para hablar de una nulidad deriva-
da, es preciso apreciar si el acto subsiguiente que merece ser declarado nulo "guarda 
estrecha relación de dependencia" (F. DELLA ROCCA, ob. y ed. ctds., p. 84) con el 
precedente. Y esta dependencia ha de ser tal, que como señalan WERNZ-VmAL (ob., 
vol. y ed. ctds., p. 264), "actus subsequentis et non dependentis ab actu priori nuzto 
non est asserenda, nisi lez express e caveat". 
25. Como dice DELLA RecCA -ob. y ed. ctds., p. 205- es la "inercia el motivo 
mspirador y justificativo de la ley debe verse, más bien que en una renuncia tácita 
de la parte interesada a hacer valer sus derechos, en el hecho, objetivamente consi-
derado, de su prolongada inactividad". La caducidad -añade este autor, ibidem, p. 
206- se verifica ipso iure ... en cualquier grado del juicio y posee eficacia contra 
todos. 
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apelación, 10 que caducaría sería la instancia que da vida a este re-
curso, y produciría, de acuerdo con lo dispuesto en el c. 1.736, en re-
lación con el art. 213 de la PME y el art. 81 NO SRR, la firmeza de la 
sentencia apelada. 
Ni que decirse tiene, que ese fenómeno de detención igualmenté 
puede presentarse en los casos de interrupción de la instancia. Si muer-
to un litigante, o caso de que cambie de estado o haya cesado en el 
oficio por el que litiga -hipótesis que contempla el c. 1.733 y el art. 75 
NOSRR-, llamados los herederos al proceso, o el sucesor en el oficio, 
éstos no se personan para hacerse cargo de la situación procesal de su 
causante, la interrupción del proceso deja de tener razón de ser, para 
convertirse, si la otra parte lo pide, en contumacia, o simplemente de-
tención con el peculiar efecto de comenzar a ser computado el plazo 
de la posible caducidad. Lo mismo cabe decir de los casos de cese en 
el cargo de procurador o curador, contemplados en el c. 1.736 y arto 80 
NOSRR, mientras no se designe un nuevo procurador o curador, o 
la misma parte interesada se decida a actuar en el proceso por sí mis-
mo. De todos modos, en el proceso de nulidad de matrimonio, caso 
de muerte de uno de los cónyuges, se ha de tener en cuenta, sobre 
todo, la situación de crisis extintiva en que cae el proceso por imperio 
del art. 222 de la Instrucción. 
Con la fórmula Dilata se decretó pues la suspensión del proceso a 
fin de plantear un incidente de nulidad de actuaciones, de cuya deci-
sión dependería la reanudación del proceso en el mismo momento 
procesal en que se dictó el decreto, si se hubiera resuelto por la validez, 
o en el momento inmediatamente anterior al acto declarado nulo, caso 
-como ocUrre en nuestra hipótesis- de decretarse dicha nulidad. De-
claración esta que hace nula toda actividad procesal posterior subsi-
guiente que dependa su validez -c. 1.680, 2- del acto decretado nu-
10 26• A dicho momento, por consiguiente, anterior a la sentencia anu-
lada, se retrotrae toda la actividad procesal, quedando nula, con la 
sentencia viciada, la apelación interpuesta e incidentes en ellas surgi-
26. Indudablemente, como señala F . DELLA ROCCA -obr. y ed. ctds., p. 85-, "dada 
la índole dialéctica y progresiva de la relación· procesal, en el campo del proceso 
adquieren particular relieve las nulidades derivadas, las que no es necesario que sean 
declaradas tales por la ley (como acontece con la nulidad de la citación o del man-
dato, que es producto de la nulidad del proceso entero). Lo que importa es que el 
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dos, salvo el de nulidad que es la razón de ser del efecto producido. 
Es decir, son nulas todas las actividades procesales cuya validez hu-
biera dependido de la validez de la sentencia que se declaró adolecía 
del vicio de nulidad. 
IV. Forma adoptada por el Tribunal Rotal para la tramitación y 
decisión del presente incidente . La acción de nulidad, si con ella se ha 
de atacar un acto jurídico cualquiera, ha de ejercitarse, por el inte-
resado, mediante el planteamiento correspondiente de la pretensión, 
contenida en libelo de demanda, en proceso ordinario, llamado, por 
el CIC, juicio contencioso (c. I,552, 2, I,0). Si con referencia a la nu-
lidad de un acto, lo que se intenta impugnar es la validez de un ma-
trimonio, el libelo de demanda, y el procedimiento a seguir, habrán 
de ajustarse a las normas procesales contenidas en la Instrucción PME, 
ya sea en las normas relativas al proceso ordinario de nulidad, ya en 
las relativas al proceso especial de casibus exceptis según las prescrip-
ciones de los cc. I,990-I,992 y arts. 226-23I de la citada instrucción. 
En cambio, si se trata de nulidad de actos procesales, habrá de dis-
tinguirse: de un lado, la nulidad de sentencias firmes, en cuyo caso, 
como ya vimos, la acción de nulidad seguirá los cauces que le pro-
porciona el proceso ordinario y con sujeción a las reglas contenidas en 
los cc. r.892-I,897 y arts. 207-2II relativos a la querella nullitatis, se-
gún se trate de nulidad de sentencias firmes dictadas en proceso ordi-
nario o en proceso de nulidad de matrimonio. 
y de otra parte ha de distinguirse la nulidad de cualquier otro acto 
procesal, entre los que se han de incluir las sentencias aun carentes de 
firmeza, en cuyo caso el proceso a seguir ha de ser -según antes se 
viera- el propio de incidentes 27 llamado por el CIC, De causis inci-
dentibus, conforme a los cc. I,837-I,84I; y, si se trata de actos pro-
cesales nulos efectuados en procesos de nulidad de matrimonio, ajus-
tándose a los ats. I87-I95 de la Instrucción PME. Si el proceso se halla 
juez compruebe el nexo de dependencia causal entre los actos, antes de pronunciar 
la nulidad derivada de los mismos, con un criterio que por necesidad lleva envuelto 
siempre, a diferencia de 10 que ocurre con las nulidades. originarias, un minimum 
discrecional en el juicio". 
27. Como indican WERNZ-VIDAL -ob., vol. y ed. ctds., p. 265-, "processus quo 
(excepta sententia) declaran da est nuUitas alicuius actus processualis plerumque erit 
quaestio incidens". 
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pendiente de tramitación ante el Tribunal de la Rota serán aplicables 
los arts. ro6-IIS de sus normas peculiares. 
En el caso objeto de estudio se trataba de la nulidad de una senten-
cia carente de firmeza. Por esta razón, adecuadamente, aunque esto 
no resulte expresamente declarado del texto del decreto comentado, se 
siguió el trámite de incidentes por el colegio de magistrados que com-
ponían el correspondiente turno rotal. Por tanto, las normas que se 
siguieron fueron las propias de las causas incidentales de Normae Sa-
era e Romanae Rotae Tribunalis que, a este respecto, se presentan co-
mo identificadas con las contenidas en el CIC y PME. 
El conjunto de estos preceptos coinciden en lo fundamental. Las 
normas de la Instrucción, sin embargo, son algo más explícitas que 
las del CIC y las mismas NOSRR. Al efecto que nos interesa en este 
comentario, el c. 1.840, sobre procedimiento a seguir y tipo de deci-
sión, se corresponde con el art. 190 de la Instrucción y art. IIO NOSRR. 
En el caso que contemplamos no interesa la cuestión relativa a la ad-
misión del incidente. Precisamente este fue provocado por la iniciativa 
del órgano judicíal, y es un tema que acaba de ser antes estudiado. 
Pero en ese tipo de incoación, queda determinado también el proce-
dimiento a séguir para su resolución. 
El incidente, según los artículos últimos citados de PME y NOSRR, 
o se tramita en forma iudieii, y terminará con sentencia interlocutoria, 
o no adoptará esa forma judicial y entonces se resolverá mediante de-
creto. Puede también no exigir pronunciamiento previo, y entonces 
puede ser resuelto en la misma 'sentencia que decida la cuestión de fon-
do (art. 194). 
Cuando se adopta esa calificada como forma de juicio, el art. 191 
PME Y el III NOSRR ordenan que se fije y se sigan las normas del 
propio juicio del que es incidente, aunque hayan de abreviarse los pla-
zos; es decir, el incidente sigue entonces las normas procesales del 
proceso ordinario en que surge, si bien haya especialmente de cuidarse 
su rapidez. Vendrá a ser, de este modo, un proceso ordinario rápido 
(c. 1.84°, 2), de naturaleza incidental ciertamente, pero sometida su 
sentencia, a pesar de que el art. 190, PME y el IIO NOSRR, la llame 
interlocutoria, a los recursos propios que se dan contra las sentencias 
dictadas en proceso ordinario. El art. 214', 1 PME limita estas posibi-
lidades de recurrir en apelación a la hipótesis en que dichas sentencias 
produzcan efectos definitivos, haciéndose eco sin duda, este precepto, 
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de 10 dispuesto en el c. 1.880, 6.°. En igual sentido, el arto I14, I 
NOSRR. 
En cambio, cuando el Tribunal decida que sea resuelto el incidente 
por decreto, no se observará la forma del juicio (art. I90, I PME Y 
II2 NOSRR). Pero la Instrucción aclara, con contraste con el ele -que 
en este tema mantiene silencio-, el procedimiento a seguir, ordenando 
que el Tribunal habrá de oir a las partes y al Defensor del vínculo -y 
en ellas ha de entenderse también comprendido el Promotor de J usti-
cia, ya porque sea parte en el proceso principal, ya porque sea expre-
samente llamado al incidente (élrt. I90, 2)- señalándoseles un plazo 
para que expongan por escrito brevemente sus razones (art. I92, I). Y 
de esa misma audiencia escrita, aunque con mayor concisión expresi-
va, exige el" arto II2 NOSRR. Este fue el procedimiento seguido en el 
objeto de nuestro comentario 28. Incluso los arts. I92, 2 PME Y II2 
NOSRR permiten réplica escrita o, si es procedente, discusión oral. A 
continuación de esta audiencia de los interesados, se dictará el Decreto 
que resuelve el incidente, con exposición de las razones in iure et in 
¡acto de su resolución (arts. I93 PME Y II3 NOSRR). y este decreto, 
independientemente del efecto que produzca, en contraste con lo dis-
puesto en el ·C. 1.880, 6.ó , es inapelable según reza el último inciso del 
arto I90, I de la Instrucción: quae collegio decissio inapellabilis esto Sin 
embargo, basta observar el ya citado arto 2I4, I, para concluir que esa 
afirmación tan absoluta de que el decreto que decide un incidente sea 
inapelable, no resulta cierta de modo absoluto, puesto que será ape-
lable en el caso de que produzca efecto definitivo, igual que vimos 
ocurría con la sentencia interlocutoria. El arto II4, I NOSRR, tam-
bién dice: non datur appellatio. 
Este segundo tipo de procedimiento, que no deja de ser en ¡arma 
28. "No mostramos conformidad con aquella doctrina que entiende que "el juez 
puede instruir la causa incidental sin guardar las formas judiciales y resolverla con 
un simple decreto, que dictará después de haber examinado libremente los hechos; lo 
que tiene lugar, por lo general, cuando no hay oposición entre las partes o existan ya 
elementos suficientes de prueba para la decisión o se trata de una cuestión de escasí-
sima importancia" (F. DELLA ROCCA, ob. y ed. ctds., p. 281). Es curioso observar cómo 
en los comentarios de VICTORIUS BARTOCCETTI a la obra de M. Cardo LEGA (obra y ed. 
ctdsJ, en el que llama "(Titulus XX) De causis matrimonialibus", del vol. 11I, este 
autor -pp. 202 Y 203 con asterisco- no señala 10 que el arto 192 PME supuso de 
innovación esclarecedora, a nuestro parecer, con relación al C. 1.840, 3. 
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de juicio, aunque otra cosa parezca deducirse tanto del c. 1.840, 2, co-
mo del art. IgO, I de la Instrucción y los arts. IIO y II2 NOSRR, es 
el que siguió el Tribunal rotal en el caso del incidente que dio origen 
al decreto que comentamos. Y decimos que tal decreto también se dic-
tó tras una forma judicial puesto que el trámite previo se verifica ante 
el órgano judicial, mediante contradictorio y concesión a las partes de 
iguales opciones para alegar lo que estimen conveniente, ora en pro, 
ora en contra, acerca del objeto puesto en litigio en el incidente. Si se 
respeta el principio contradictorio, y el de igualdad de partes y la 
subordinación respecto al órgano judicial que decide; si además este 
fundamenta en los hechos yen el derecho su decisión (art. II3 NOSRR) 
indudablemente nos hallamos en presencia de una forma de juicio, aun-
que no coincida con la del proceso ordinario contemplado por el CIC. 
Quizás el legislador debió evitar esa fórmula forma judicii, que no 
resulta exacta, y decir sólo según las normas establecidas para el juicio 
ordinario, como no deja de hacer a la vez el c. 1.840, 2, al prescribir, 
con la rapidez exigida, el que se resuelva unas veces por sentencia, 
y otras por Decreto, reduciendo el trámite, en este caso, a una audien-
cia previa de los interesados. De modo que podemos concluir sentando 
que los incidentes que se plantean a lo largo del desenvolvimiento de 
un proceso ordinario, sea o no de nulidad de matrimonio, si requiere 
que sea definido antes de la sentencia de fondo, se tramitarán -con 
suspensión del tracto del proceso en · que se suscita- o con arreglo a 
las normas del mismo proceso. ordinario si bien con sus plazos más 
abreviados, o en una forma aún más sumaria consistente en la audien-
cia previa a los interesados, mediante escritos cruzados entre las par-
tes, y hasta posibilidad de discusión oral (art. II2 NOSRR). Pero 
ambos modos son formas procesales adecuadas. De aquí surge la posi-
bilidad de hacer una nueva clasificación de especies distintas de proce-
sos, independientemente de su calificación por razón de la materia 
jurídica en litigio: procesos plenarios ordinarios y procesos incidenta-
les; y estos, a su vez, se distinguirán en procesos incidentales con for-
ma ordinaria y procesos incidentales rápidos y sumarios 29. 
29. Sirve de fuente fundamental a esta terminología, la obra de VícTOR FAIRÉN 
GUILLÉN, "El juicio ordinario y los plenarios rápidos", Barcelona, 1953. No nos cabe 
duda de que también, junto al proceso ordinario del CIC, se da la figura del proceso 
plenario rápido, como p. ej., en materia matrimonial el regulado en los cc. 1.990-1.992 
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Al quedar dependiente de la elección del órgano judicial el tipo 
procesal a seguir en el incidente, cabría preguntarse si esta elección 
queda reglada de algún modo o sometida plenamente al arbitrio de 
dicho órgano. El c. I.840, 1, proporciona al juzgador un criterio a 
seguir para la elección, con las palabras attenta rei qualitate et gravi-
tate; el art. 190 PME emplea términos parecidos: attenta eius natura 
et gravitate; el arto IIO NOSRR utiliza las palabras pro diversa rei na-
tura. Pero estas referencias resultan puramente indicativas. 
Pudiera pensarse que, en un incidente, la gravedad estaría en 
relación con su eficacia; la especial cualidad o naturaleza de la cosa 
a resolver en el incidente, también cabría pensar que hiciera relación 
a la eficacia de las decisiones que sobre esa materia se produjeran. Aún 
más imprecisa resulta la fórmula referida a la diversa naturaleza de la 
cosa. De tal manera que si estas decisiones fueran de las que pudieran 
revocarse fácilmente, conforme a los C. I.841, art. I95 PME Y II4 NO 
SRR, por no producir efectos definitivos, tales decisiones adoptarían 
la forma de decreto y el procedimiento a seguir sería el que hemos ca-
lificado de sumario. 
En cambio, cuando se siguiera el proceso rápido y ordinario, pudie-
ra ser que fuera motivado porque el tema en litigio incidental es, de 
tal naturaleza, que no sería revocable y afectaría con carácter definitivo 
a la marcha del proceso e incluso a los derechos subjetivos y acciones 
que las partes hicieran valer: esta eficacia definitiva de la resolución 
incidental responde mejor también a la calificación .de plenario que he-
mos hecho del incidente cuando sigue las normas del proceso ordinario 
aunque en este caso se tramite con mayor aceleración. 
Mas no depende, sin embargo, del efecto definitivo de la resolución 
a: adoptar en el incidente, el que se siga o no el trámite del proceso ordi-
nario y la sentencia, o el del proceso sumario y el consiguiente decreto 
resolutorio. Aún este criterio podría resultar poniendo en relación el 
c. I.840, 2, con el I.880, 6.°, pues los términos quae non habeat vim 
'deft:nitivae-tértninos éstos que se repiten en el art. II4 NOSRR-
parecen estar en relación únicamente con la sentencia interlocutoria y 
y los correspondientes arts. 226-230 de la Instrucción PME. Sobre la naturaleza pro-
cesal de los llamados casos exceptuados, vid. CECILIO LÁZARO BENÍTEZ, "Influencia del 
proceso extraordinario en la noción de juicio canónico", Pamplona, 1966, en especial, 
pp. 161-180. 
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no con el decreto, con lo que sería permitido concluir que, conforme al 
CIC y a las NOSRR, cabrían sentencias interlocutorias que tengan 
efecto definitivo y otras carentes de este efecto: aquéllas serían, única-
mente las susceptibl~s de apelación y, en cambio, los decretos del juez 
serían en todo caso inapelables. Pero no parece tal criterio sea espe-
cialmente seguido por la Instrucción PME para los procesos, en gene-
. ra!. de nulidad de matrimonio. 
En efecto, la Instrucción, que es, de estas normas la más reciente, 
con gran claridad, al tratar de la apelación, en el art. 214, 1, hace 
mención tanto de sentencia interlocutoria como de decreto interlocu-
torio de efecto definitivo, para concederles la posibilidad de someterlos 
a la apelación quando habeant vim definitivae. Y el § 2 de este art. 214 
define lo que entiende, el legislador de la PME, por efecto definitivo 
de una resolución: cuum gravamen inferant quod non potest per defi-
nitivam sententiam repararí. 
Al estimarse que tanto la sentencia como el decreto interlocutorio 
puedan producir efecto definitivo, ya no cabe opinar siquiera que, en 
incidente de proceso de nulidad de matrimonio, se haya de seguir ese 
criterio como rector para la elección del procedimiento a elegir. Por 
ello dijimos que la gravedad, así como la naturaleza o cualidad de la 
cosa a que se refieren los preceptos legales citados, podemos enten-
derlos -y no cabe duda respecto a los de nulidad de matrimonio-
simplemente como criterios indicativos para el juzgaaor a fin de que 
libremente -aunque advirtiendo la importancia de la materia y el 
alcance de la eficacia que en su día tenga la resolución- se decida por 
un procedimiento u otro. Del art. II4, 1, NOSRR se deduce conclusión 
contraria porque permita la apelación cuando se acumula con la de la 
sentencia definitiva, posibilidad, estimamos, de gran amplitud, pues si 
tales tipos de resoluciones pueden ser corregidas y hasta revocadas pos-
teriormente por el Tribunal que las dictará, ¿por qué no se iban a po-
der impugnar juntamente con la apelación de la sentencia definitiva? 
El Tribunal de la Rota, en el caso comentado, siguió el trámite su-
mario y resolvió por Decreto . . ¿Es que el tema sobre el que versaba el 
incidente no le pareció grave, o que la naturaleza de la cosa puesta en 
litigio no requería un tratamiento procesal más complejo? 
No puede decirse que el tema de la nulidad de una sentencia no sea 
un problema carente de gravedad. Los intereses de partes, y de la fun-
ción judicial misma, el prestigio de los tribunales, el principio de eco-
493 
CARMELO DE DIEGO-LORA 
nomía procesal, etc., reclaman que se ponga un cuidado muy especial 
en evitar nulidades 30 que pudieran derivar de la viciosa actuación de 
los órganos de justicia. El tema, sin duda, aunque se trate de sentencia 
carente de firmeza, se presenta revestido de una especial gravedad, de 
una importancia trasc.endental para el proceso y la vida jurídica en 
general. En ello abunda la necesidad en que se encontraba el órgano 
de apelación, una vez declarada la nulidad de la sentencia apelada, de 
retrotraer el proceso de nuevo, dejando la apelación sin efecto, al mo-
mento inmediatamente anterior a la sentencia dictada en primera ins-
tancia. Desde este punto de vista, parecía exigirse que los trámites a 
seguir fueran los del proceso ordinario y que la nulidad fuera declarada 
por sentencia. 
También pudiera abundar en este criterio la "naturaleza" de la 
cuestión a decidir en el incidente. Cierto que se presenta también como 
discutible si ese decreto declaratorio de la nulidad puede apelarse ante 
otro turno rotal. Si el art. I14 NOSRR tuviera una interpretación es-
tricta quizás no quepa. Pero resulta apelable el Decreto interlocutorio 
cuando tiene fuerza de sentencia def:nitiva (art. 2I4, I). es decir -y 
según el criterio del mismo legislador-, cuando el efecto gravoso del 
Decreto no pueda ser reparado por la sentencia definitiva (art. 2I4, 2). 
Y nos preguntamos: ¿es que el efecto perjudicial que, para la parte 
favorecida por la sentencia, produce la nulidad decretada, puede re-
pararse de algún modo en la sentencia definitiva que en su día se dicte 
en el proceso? Ahora, al tener el Tribunal que dictar de nuevo la sen-
tencia, éste no quedará, desde luego, vinculado por el contenido de su 
decisión anterior. Pudieran darse, sin embargo, fenómenos que extin-
gan la delegación hecha. No hay duda de que pueden cambiar las per-
sonas que integren aquel tribunal de instancia primera, y surgir nuevos 
30. Siempre, en este tema de la nulidad, se producirá una tensión fuerte entre 
las exigencias de la nulidad de los actos procesales, que debe observarse con rigor, 
y la conveniencia de evitar nulidades qUE1 puedan afectar a la justicia, que los 
órganos judiciales deben siempre procurar. Con razón, F. ROBERTI dice -ob., vol. y 
ed. citds. p. 628-, "nuZlitates processus canónici sunt paucae". Y de aquí que limite, 
esas causas de nulidad, a las recogidas expresamente por el CIC, las que lo son 
iuris naturales, y aquéllas consistentes en la falta de algún elemento que por natu-
raleza constituye al acto procesal mismo -es el fenómeno que, como veremos, llama 
la doctrina inexistencia-, asf como las nulidades derivadas de las anteriores. . 
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criterios sobre el fondo. El que era apelado y acudió al recurso en esta 
cómoda situación, puede verse forzado a tener que apelar de la nueva 
sentencia, con cambio, por consiguiente, de las posiciones de parte en 
la apelación, con nuevas cargas, ante riesgos distintos. Por último, 
siempre habrá, al menos, el perjuicio de la dilación, de la duplicidad de 
actividades procesales con los gastos consiguientes. 
Hay, pues, un determinado efecto que podemos llamar definitivo, 
una fuerza definitiva -aunque afecte sólo al proceso y a los intereses 
de partes en cuanto procesales- en la declaración de nulidad. Por 
esto, decíamos, que sería discutible si el Decreto declarativo de la nuli-
dad era o no apelable. 
Pudiera también pensarse que no sería apelable porque esa fuerza 
definitiva a la que se refiere el art. 214, parece hacer siempre referen-
cia a la. cuestión de fondo, y no a temas puramente procesales. Puede 
ciertamente así pensarse, pero incluso el caso que, a título de ejemplo, 
menciona el art. 214, 2, no deja de ser procesal y, a pesar de ello, es 
un motivo, expresamente declarado por el legislador, para que resulte 
legítima la apelación. 
Ahora bien, a ello cabe añadir que el denegar una prueba, que ver-
daderamente puede influir en la sentencia, afecta a la cuestión misma 
de fondo, pues la sentencia que en su día se dicte vendrá influída en 
su contenido por esa falta de prueba. Cierto ¿pero no puede corregirse 
más adelante, en el mismo proceso, esa omisión? 
El efecto de tal denegación de prueba puede que no sea tan defi-
nitivo. Después de la conclusión de la causa, podría solicitarse de nue-
vo la admisión de esa prueba denegada en período de prueba. El que 
no se trate de documentos no hallados hasta entonces o de testigos que 
no pudieron, en su momento oportuno, declarar por un impedimento 
legítimo, no es bastante para mantener que el art. 178, 1 de la Instruc-
ción impida que se vuelva a pedir la admisión de una prueba que an~ 
tes fuera denegada. Además, si en este caso vuelve a denegarse dicha 
prueba, el hecho de haberla pedido y haber sido denegada, ya es sufi~ 
ciente para poder recurrir de este Decreto (art. 178, 2), con lo que una 
decisión del contenido relatado en el art. 214, 2, no es tan definitiva 
como puede parecer a primera vista. . 
Esas dos hipótesis de prueba citadas, a los que se refiere el art. 178, 
1, no son mostradas además como motivos exclusivos para la admisión 
495 
CARMELO DE DIEGO-LORA 
tardía de medios de prueba, sino simple indicación de casos 31, en que, 
de un modo preferente, debe de admitirse esa prueba que, por el mo-
mento de proponerse y de practicarse, si se admite sin más requisitos, 
conculcaría el principio preclusivo 32• 
Aún más: el Colegio ae magistrados tiene una iniciativa ex officio, 
a efectos de proporcionar pruebas con el proceso de nulidad de matri-
monio, mediante la instrucción supletoria establecida en el arto 201 
PME, en la que, sin duda, puede subsanar y corregir toda deficiencia 
anterior. Por tanto, esa denegación contemplaaa, a título de ejemplo, 
por el art. 214, no es tan definitiva en su eficacia como parecía. Y, sin 
embargo, un decreto dictado en tal sentido sería apelable por la razón 
fácil de que expresamente la ley lo pone como ejemplo de resolución 
interlocutoria apelable. 
Por consiguiente, cabe pensar que el tema de la nulidad resuelto por 
el Tribunal rotal, y objeto de este comentario, merecía, por su grave-
dad e incluso natura rei, un tratamiento procesal más complejo que el 
que se le concedió. 
Sin embargo, no podemos dejar de estimar correcta la decisión del 
Colegio de magistrados que decidió resolver, el incidente de nulidad 
de sentencia, sirviéndose de un trámite sumario y por decreto. 
En primer lugar, porque al no existir un criterio reglado para la 
elección del procedimiento y del tipo de decisión, el Tribunal, entre los 
dos medios que el legislador le proporcionaba, escogió libremente el 
que le parecía más apto. Y segundo, porque reduciéndose la materia 
litigiosa a un tema de interpretación jurídica exclusivamente, incoar 
31. M. Cardo LEGA-V. BARTOCCETTI (ob., vol. y ed. ctds., pp. 507 Y 508) hacén 
notar, en relación con el c. 1.861: "Ad inteUigentiam litterae canonis quaeritur, a 
duae qualitatis expressae nempe quod documentum sit primum repertum, quod testes 
antea juerint legitima impediti,sint taxative positae vel potius demonstrative. Et 
puto, demonstrative, quia non posset excludi absoluta ex. gr; peritia, si facta publica-
tione processus haec demonstraretur necessaria ut de genuitate scripturae ferretur iu-
dicium". Con mayor razón, en el proceso de nulidad de matrimonio, cabe admitir, 
siguiendo las exigencias procesales, una prueba tardíamente, que fuera antes recha-
zada, conclusa ya la causa, puesto que en estos procesos se dice que sus sentencias 
no pasan a cosa juzgada (art. 217 PMEl y cuando, además, tras la litis contestatio, e 
incluso en trámite de apelación, cabe introducir, en el proceso en marcha, un nuevo 
caput nuUitatis (arto 219 PME). 
32. Sobre la vigencia del principio de prec1usión en el proceso canónico, cfr. 
LEÓN DEL AMo, "Iudiciarum serva ordinem", Revista Española de Derecho Canónico, 
1964, en especial, pp. 72-80. 
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un proceso ordinario, aunque fuera tramitado con mayor rapidez, para 
dictar una decisión en que no se necesitaba practicar prueba alguna, 
hubiera alargado y encare ciclo -contra el principio de economía pro-
cesal- el proceso. Bastaba el planteamiento del tema litigioso inciden-
talmente surgido, y oir a las partes procesales y al Promotor de justi-
cia sobre el tema jurídico suscitado. El Tribunal, una vez atendidas las 
razones de los componentes, no tenía que hacer otra cosa que decidir. 
Si hubo algún instrumento de prueba, era el documento que contenía 
la delegación en cuya virtud actuó el Tribunal de instancia inferior. Y 
esta prueba, el Tribunal de apelación la había incorporado al proceso 
antes de aar vista a las partes para el planteamiento del incidente. 
Con 10 dicho, y ante las dificultades puestas de relieve anterior-
mente para encontrar un claro criterio diferenciador que lleve al Tri-
bunal a elegir, caso de planteamiento de incidentes, el camino procesal 
adecuado, puede encontrarse éste -en el proceso de nulidad de ma-
trimonio-, que vendría determinado por la necesidad de practicar o 
no prueba en el incidente surgido. Si versa sobre cuestiones de hecho 
que exigen acreditamiento, no basta con oir a las partes y decidir, 
sino que será preciso también darles · la posibilidad de probar: proce-
dería entonces seguir el proceso incidental ordinario que se resuelve 
por sentencia. Si la cuestión incidental se reduce a un tema estricta-
mente jurídico, y resulta la prueba innecesaria, basta con dar audien-
cia a los interesados, y resolver por decreto 33. En éste, dice el arto I93 
PME, se expondrán las razones -brevemente indica el art. II3 
NOSRR- de derecho y de hecho en que se apoya. Estos hechos, en 
33. Este criterio relativo a la materia en controversia suscitada en el incidente, 
parece ser el motivo fundamental, en opinión de F. X. WERNZ-P. VIDAL --ob., vol. y 
ed. ctds., p. 497-, para excluir la forma judicial. En efecto, estos autores dicen: 
"In genere de plano et sine forma iudicii incidens quaestio resolvi potest: 1.' ubi non 
adest contradictio et iudex probationes non existimet necessarias; 2.° ubi tametsi 
adsit contradictio, partes probationibus renuntient ac iudex videat adesse sufficientia 
elementa ad decidendum; 3.0 cum etsi adsit contradictio, iudex aestimet quaestionem 
exigui momenti, quae non mereatur deduci ad iudicium contradictorium". Como se 
ve, también estos autores se muestran partidarios, cuando no se sigue la forma iudicii, 
de que el juez resuelva la cuestión planteada incidentalmente, de plano, sin necesidad 
de contradictorio alguno. Mas nos preguntamos, por lo menos ante las primeras hipó-
tesis señaladas, ¿cómo se sabe por el juez que · no hay contradicción acerca de la 
cuestión incidental surgida, si no se llega siquiera a plantear un contradictorio sobre 
esa cuestión? Ello nos confirma en la necesidad del planteamiento, en contradictorio, 
del incidente, por rápido y sumario que sea, siempre que surja una causa incidental 
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tal caso, tendrán un valor simplemente de fundamento a la interpreta-
ción jurídica, a fin de exponer la base de hecho sobre la que se aplica 
la norma jurídica, pero esos hechos de por sí no quiere decir que hayan 
tenido significación litigiosa en el planteamiento, desarrollo y decisión 
del incidente, cuando éste versa sobre una controversia reducida a 
un tema estrictamente jurídico. 
V. Entrando ahora en el fondo de la decisión contenida en el 
Decretum coram Ewers, 4-II-1g67, se observa, en su n.O 7, que se 
declara radicalmente nula -y de aquí que no sea susceptible de ape-
lación (c. 1.880, 3.°)- la sentencia de primera instancia, en razón a 
que los jueces carecían de Jurisdicción en P., lugar en que la pro-
nunCIaron. 
Todos los fundamentos en que se apoya tal decisión tienden a de-
mostrar esa conclusión del Decreto: 
a} En primer lugar, mostrándose el Decreto contrariamente al 
parecer de Lega-Barlocetti -a los que cita- favorables a la opinión 
de que las sentencias dictadas en territorio de ajena diócesis son anu-
lables, no nulas. Y explica la opinión de estos autores por basarse en 
una antigua sentencia dél año 1741 pronunciada en lugar exento, por lo 
que el Tribunal rotal aprovecha la ocasión para exponer diferencias 
esenciales que hay entre territorio exento y territorio de ajena diócesis. 
b) Se expone, en segundo lugar, la posición de Noval para 
quien la sentencia dictada fuera del territorio propio o del de1egante, 
es ilícita, ilegítima, y no nula, por faltar, en el c. 201, 2, la cláusula 
irritante, y el c. 1.687 requiere, para declarar la nulidad cuando falta 
alguna condición o solemnidad al acto jurídico, que ello se exija bajo 
pena de nulidad. 
A continuación, se cita en contraste, a De Coronata, para quien la 
fórmula nequit exerceri extra territorium, en definitiva -aunque no 
literal- contenida en el c. 201, 2, resulta equivaJenter a definir la 
nulidad del acto. 
aunque el juez entiende que ha de ser resuelta mediante un decreto. No hay que 
olvidar lo que afirma M. Cardo LEGA -ob., vol. y ed. ctds., p . 860- "Idquod nuncu-
patur merum decretum, tamen est iudiciale, quippe in iudicio prefertur et ad iudi-
cialem causae principatis tendit definitionem". 
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Para fundamentar la falta, en este caso, de necesidad de cláusula 
conminatoria de la nulidad del acto, se sostiene, con base a las fuentes 
romanas, que era principio fundamental, tanto del derecho civil como 
del canónico, que el juez, fuera de su territorio o del delegante, no 
tenía relevancia alguna, no era más que una persona privada, así como 
se cita otro texto del Digesto sobre la carencia de fuerza de obligar de 
las leyes dictadas para un territorio determinado, cuando se intenta 
imponerlas fuera de ese territorio. 
Aún más, señala como tal principio, en el vetu-s ius eanonieum, es-
taba ya consagrado. A este fin, utiliza dos textos que estima el De-
creto haber servido de fuentes canónicas recibidas por el c. 20r, 2 . 
r) La primera de estas fuentes es una respuesta dada por el Papa 
Inocencio III al Rey de los Francos, por la que se sostiene la validez 
de una sentencia ae interdicto promulgada por su Cardenal Legado y 
que había sido pronunciada fuera de los confines del territorio de 
este rey. La razón en que se apoyaba consistía en que no se había 
salido, al pronunciarla, fuera de los términos territoriales a los que 
alcanzaba su delegación, la cual no se extendía sólo al reinado de los 
Francos sino también a otras provincias. 
2) La otra fuente procede de Bonifacio VIII, por la que se declara 
que los obispos no pueden ligar con excomunión a los súbditos que 
cometieran un hurto fuera del territorio de su diócesis, aunque el pre-
cepto fuera dirigido contra todos aquellos súbditos suyos que cometie-
ran este delito. 
e) En tercer lugar se remite y cita específicamente la doctrina de 
Roberti -no hacemos especial referencia de estos textos. así como de 
los anteriores, por venir expresamente hecha ya la referencia en los 
fundamentos in iure et in faeto, del Decreto que analizamos- consis-
tente en sostener la nulidad de todo acto de tribunal realizado extra 
territorium salvo la excepción del c. 1.637. No se necesita de positiva 
sanción de nulidad, porque estamos ante la falta de uno de los ele-
mentos esenciales que hace nulo el acto jurídico conforme al primer 
inciso del c. 1.680, 1. No puede hablarse, por tanto, de incompetencia 
relativa, la cual sería posible prorrogar, sino de una actividad procesal 
hecha con una carencia absoluta de jurisdicción: una cosa es juzgar, 
en territorio propio, causas en las que se tiene una incompetencia re-
lativa; y otra juzgar en territorio ajeno, en el que ninguna jurisdicción 
se tiene. 
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Tampoco cabe hablar -en opinión de Roberti- de nulidad sana-
ble conforme al c. 1.894, 4.°, puesto que una sentencia dictada en 
territorio ajeno es cosa bien distinta de otra sentencia que no lleve 
referencia del lugar en que se pronunció. No se trata, entonces, de un 
defecto de forma, sino de la falta de la esencial potestad para dictarla. 
Sin embargo, el propio Decreto hace referencia a una edición pos-
terior -la cuarta- de la obra de RobertL que también cita. En esta 
edición el autor referido se hace eco de una respuesta dada, en el año 
I9S3, por la Pontificia Comisión ad redigendum Codicem iuris canonici 
pro ecclesiis orientalibus, de la que se deduce una interpretación oficial 
y contraria a la opinión del autor, siempre que medie autorización 
expresa de la autoridad local. Tal interpretación estima Roberti, no 
es aplicable a la Iglesia latina, puesto que se tratan de diversos orde-
namientos jurídicos. Y trae a referencia una sentencia coram De ] orio, 
I3-VI-I96S, en causa procedente del Vicariato Apostólico de Alejandría 
en Egipto o Epharchiae Alexandrinae Armenorum, en la que se mues-
tra la diversidad de criterios que rigen en relación con los actos jurídi-
cos realizados fuera de los confines del territorio, porque lo que se 
presenta como dudoso para la Iglesia Oriental es evidente en la Occi-
dental o latina, pues en ésta la división en diócesis y parroquias es 
estrictamente territorial. De aquí que atienda al parecer de Coussa -en 
obra y volumen que el Decreto de nulidad también cita-, quien 
señala cómo en las regiones orientales no es siempre fácil la determi- . 
nación de los límites de cada territorio, y mayor dificultad encierra 
aún en aquellos lugares en los que se han designado jerarcas y párrocos 
de diversos ritos. 
Ante lo expuesto, el Tribunal rotal vuelve a sentar en su Decreto la 
afirmación de que, en el Derecho canónico vigente para la Iglesia 
latina, los actos judiciales, de quienes ejercen potestad ordinaria o 
delegada, realizados fuera de Tos límites de su propio territorio, no son 
siquiera ilegítimos, sino nulos salvo las hipótesis a las que se refiere 
el c. 1.637. y, por consiguiente, no puede delegarse a otro la potestad 
judicial para que sea. ejercida fuera de su territorio. 
d) Por último, el Decreto entra en el análisis de la concreta dele-
gación dada por el Arzobispo de B. al Tribunal que dictó la sentencia 
de primera instancia sobre la que se pronuncia la nulidad. 
Como no es posible invocar 10 prescrito en el c. 1.637, los compo-
nentes de aquel Tribunal carecían de jurisdicción fuera de los confines 
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de la Archidiócesis de B., y carecían, por tanto, de Jurisdicción en 
la ciudad de P., en donde la sentencia se pronunció. Ciertamente que 
los jueces también declaran que tal actividad responde a los poderes a 
ellos concedidos por los Arzobispos de B. y de P. en virtud de mandato 
común por éstos otorgado en fecha 19 de diciembre de 1963. Este 
mandato se contiene en decreto que literalmente dice: 1.0 "Autorisons, 
en ce qui nous concerne, nOtre Tribunal a délibérer sur le territoire du 
diocese de P. et a dresser pro ces-verbal de leurs délibérations" . A con-
tinuación hay un ruego respetuoso al Cardenal Arzobispo de P., para 
que, en lo que le concierne, conceda las referidas facultades "a nótre 
Tribunal pour la sous-dite cause". 
De lo que se concluye, según el texto del Decreto, que el Arzobispo 
de P. no delegó, sino que lo único que concedió fue licencia para que 
el Tribunal delegado por el Arzobispo de B. estableciera su sede en 
territorio de su propia Archidiócesis, e incluso en su propio palacio 
arzobispal. También se cita, de otra parte, una carta de 21 de noviem-
bre de 1966, dirigida por el Arzobispo de B. al Ponente de su Tribunal, 
en que le comunica que, con el fin de dismÍnuir las dificultades y gastos 
de desplazamiento, de acuerdo con el Arzobispo de P., ha autorizado 
al Tribunal constituído "pour cette cause-la et celle-la seulement", a 
deliberar en P. y a llevar a cabo en P. el proceso verbal de esas delibe-
raciones. También el Cardenal Arzobispo de P., pudo en ellos delegar, 
pero no lo hizo, añade de nuevo el Decreto de nulidad. 
VI. Llegado este momento, cabe preguntarse si son plenamente 
convincentes los anteriores argumentos que sirven de apoyo al Decreto 
de nulidad. 
Podemos seguir, eh nuestra sistemática, la dirección crítica que 
parte de la consideración que estimamos central y de mayor peso en 
la argumentación del Decreto que, a nuestro juicio, es la que se apoya 
en la doctrina de Roberti. Esta puede sintetizarse diciendo: los tribu-
nales de Justicia tienen jurisdicción dentro del territorio de la diócesis 
correspondiente al Ordinario de quien dependen dichos tribunales. Sólo 
dentro de ese territorio puede ser ejercida dicha jurisdicción -c. 201, 
2-, puesto que es en ese territorio, y no en otro, donde se goza de la 
potestad jurisdiccional. Por consiguiente, excepto en las hipótesis del 
c. 1.637, una sentencia dictada por un juez o tribunal, con potestao 
propia o delegada, que estableciera su sede fuera del territorio propio 
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o del delegante, será una sentencia radicalmente nula. Y no por un 
motivo que pudiéramos llamar secundario, sino porque a dicha sen-
tencia la faltaría uno de los elementos esenciales --el poder de juris-
dicción en el órgano judicial- que integran esencialmente a · este tipo 
de acto jurídico, y que, al faltar, lo hace nulo absolutamente conforme 
al primer inciso del c. 1.680, 1. 
Tal postura responde a lo que un sector relevante de la doctrina 
canónica llamaría inexistencia del acto por falta de alguno de los re-
quisitos esenciales para que ese acto nazca a la vida del Derecho. Al 
no poder quedar el acto constituído, hace iimecesaria la sanción de 
nulidad, puesto que, en rigor, no es que haya un acto viciado; lo que 
no hay siquiera es acto. Estaremos sólo ante una apariencia que podrá 
ser destruída en todo momento, ya que no responde a ninguna realidad 
del mundo jurídico. Por ello, exigir, para estas hipótesis, una expresa 
sanción de nulidad, sería excesivo, pues no cabe declarar nulo lo que 
nunca pudo existir. Y esto ocurre, aunque el modo práctico procesal, 
de acabar con la apariencia, fuera el mismo reservado para obtener 
las declaraciones de nulidad, es decir, el que se deriva del ejercicio de 
la acción de nulidad. 
La distinción entre inexistencia del acto jurídico y nulidad absoluta 
tiene una larga tradición en la doctrina y en las legislaciones civiles, 
de la que se hace eco Robleda en su obra 34. 
34. OLIS ROBLEDA, S. J., "La nulidad del acto jurídico" (2." ed.), Roma, 1964, pp. 
49-122 Y 294-309. Esta distinción entre inexistencia y nulidad la vemos recogida en 
autores de Derecho procesal secular, como, p. ej., Guasp, para quíen son actos ine-
xistentes aquenos actos que prescinden de requisitos tan esenciales, que "la actividad 
en cuestión no necesita siquiera ser atendida por el destinatario del acto". En 
cambio, se dará la "nulidad absoluta, cuandó falta un requísito tan grave que cual-
quíer sujeto, en cualquíer tiempo y de cualquier forma, puede poner de manifiesto 
el vicio por el que la ineficacia se produce, sin sujeción a límites jurídicos especiales". 
Sin embargo, estima este autor, "tales actos pueden ser convalídados de muy varias 
formas: desde la repetición del requisito omitido, pasando por la modificación del 
mal observado, hasta la omisión del practicado indebidamente" (J. GUASP, ob. y ed. 
últ. ctds., p. 292). Creemos de todos modos que esas convalidaciones habrán de ser 
realizadas si hay ocasión de repetir el, acto, y sin que la actividad procesal conse-
cuente quede afectada por el vicio, o si la modificación del mal observado, o la 
omisión de lo indebidamente practicado, no repercute en algún elemento o dato 
fundamental del proceso que haga vicioso no ya al acto aislado sino al proceso mismo. 
A nuestro juicio, . será necesario hacer un análisis del acto y de su influencia en el 
conjunto del proceso, a efectos de esa supuesta convalidación que propugna Guasp y 
que no puede ser en definitiva otra cosa que, o la realización de un acto nuevo con-
forme ya · a los requisitos de validez, o el tener el acto nulo, por su falta de influencia 
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En doctrina procesal común, la jurisdicción del Tribunal se en-
tiende, en efecto, como uno de los presupuestos del proceso y de la 
sentencia. Sin poder jurisdiccional en quien haya juzgado de un caso 
determinado, no se puede entender constituída en principio la relación 
en el proceso, por no realizado. Pero esto no es más que reconocer que en principio 
no debía ser convalidable el acto nulo. Guasp, por último, habla de actos procesales 
anulables o con vicios de nulidad relativa, no suficientemente, a nuestro parecer, 
configurados por el autor (cfr. ibidem., p. 252). 
También GÓMEZ ORBANEJA y HERCE QUEMADA -obr. ed. ctds.- distinguen, para 
los actos procesales, los fenómenos de inexistencia de los de nulidad, pero, con mayor 
acierto, a nuestro parecer, distinguen -dentro del fenómeno de la nulidad- la abso-
luta y la relativa. La primera entienden ser "declarada por el juez de oficio y sin 
posible subsanación", mientras la segunda, por referirse únicamente a "la falta de un 
requisito formal no esenciaL. . declarable a petición de parte, y siempre susceptible 
de subsanación". Y añaden: "En general, son anulables, todos aquellos actos para 
los que la ley prescribe determinados requisitos formales sin señalar las consecuencias 
de su inobservancia" (p. 169). Estos autores entienden, además, que existen otros 
tipos de actos, a los que llaman "irregulares", "entendiendo por tales aquellos que, sin 
estar incluídos en las categorías anteriores, carecen de alguna de las condiciones nece-
sarias para considerarlos como actos completamente correctos". Ambos fenómenos, el 
de irregularidad y nulidad relativa, entendemos que, al darse dentro del ordenamiento 
canónico, serían comprendidos dentro de la figura de la ilicitud, frente a los de nu-
lidad absoluta e inexistencia, que serían comprendidos dentro de la común figura de 
la nulidad. Esta es, por naturaleza, insubsanable, independientemente del tratamiento 
legal positivo, que, en cada caso, pueda recibir. Esa remisión a la naturaleza, la 
tenemos en Prieto-Castro, quien después de distinguir esos tres fenómenos de actos, 
inexistentes, nulos y anulables, entiende que "la posibilidad de subsanación de las 
faltas depende tan sólo de la naturaleza de la norma que prescriba el requisito formal". 
"Si la norma es absoluta, la falta es insubsanable". En esta categoría comprende 
tanto la nulidad como la inexistencia. En cambio, "si la norma es puramente disposi-
tiva, cabe la subsanación" (L. PRIETO-CASTRO FERRÁNDIZ, ob., vol. y ed. ctds., p. 435). 
"La nulidad absoluta -dice M. SERRA DOMÍNGUEZ, ob. y ed. ctds., p. 461- se produce 
siempre que un acto procesal adolezca de una circunstancia esencial fijada en las 
leyes de procedimiento como absolutamente indispensable para que el acto produzca 
sus efectos normales, en forma radical e insubsanable. Ño puede trazarse un cuadro 
completo de tales nulidades, que deben ser investigadas caso por caso, teniendo pre-
sente principalmente los principios esenciales del procedimiento. Sin embargo, puede 
en principio afirmarse que normalmente la nulidad absoluta se refiere a los presu-
puestos del acto, con ciertas excepciones, mientras la anulabilidad acostumbra a 
referirse a los requisitos accidentales del acto. Tal criterio puede servir de orientador, 
siempre que no olvidemos su carácter relativo y el gran número de excepciones que 
presenta". Pero volvemos a insistir : la nulidad absoluta debe quedar muy restringida 
en el campo del proceso; hasta el punto que afirma Carnelutti: "No obstante que el 
acto viciado sea nulo en lugar de solamente irregular, la ley (se refiere a la italiana) 
no abandona la esperanza y hasta me atrevería a "decir que la curación directa, para 
obtener de ella todavía el efecto jurídico". Y agrega: "Pero existen vicios tan graves 
respecto de los cuales la esperanza se debe abandonar sin más. Tales vicios pueden 
denominarse absolutos o insanables" (F. CARNELUTTI, ob., vol. y ed. ctds., p. 535). 
503 
CARMELO DE DIEGO-LORA 
jurídica fundamental para que el proceso pueda decirse que exista 35. 
A la inexistencia del acto, por falta de alguno de los elementos esen-
ciales que lo integran, la introduce Robleda en la llamada nulidad 
virtual a fin de someterla a la calificación de nulidad del c. 1.680 en 
el que se ha de ver comprendida esta figura; así queda sujeta a su 
tratamiento. Y este autor, para quien -como para el sentir común 
de la doctrina- los actos procesales poseen un indudable carácter 
público, sin embargo entiende que en ellos se da la misma razón de 
ser que en los restantes clases de actos, puesto que, si carecen de los 
elementos esenciales, quedan sometidos al imperio del c. 1.680. 
Tal opinión la compartimos, si bien no participemos plenamente 
de la opinión del autor consistente en que, en los actos procesales, "la 
35. El concepto "presupuestos procesales" procede de la doctrina que considera 
el proceso como una relación jurídica: "Una relación jurídica que avanza gradual-
mente y que se desarrolla paso a paso. Mientras que las relaciones jurídicas privadas, 
que constituyen la materia del debate judicial, se presentan como totalmente con-
cluídas, la relación jurídica procesal se encuentra en embrión. Esta se prepara por 
medio de actos particulares ... Y también esta ulterior actividad discurre en una serie 
de actos separados, independientes y resultantes unos de otros. La relación jurídica 
procesal está en un constante movimiento y transformación" (OSKAR VON BÜLOW, 
"La teoría de las excepciones procesales y los presupuestos procesales", trad. de M. 
Ayerra Redín, Buenos Aires, 1964, pp. 2 y 3). Mérito de Von Bülow ha sido la de 
sentar la doctrina de que si el proceso es una relación jurídica, "se presentan en la 
ciencia procesal análogos problemas a los que surgieron y fueron resueltos, tiempo 
antes, respecto de las demás relaciones jurídicas. La exposición sobre una relación 
jurídica debe dar, ante todo, una respuesta a la cuestión relacionada con los requi-
sitos a que se sujeta el nacimiento de aquélla. Se precisa saber entre qué personas 
puede tener lugar, a qué objeto se refiere, qué hecho o acto es necesario para su 
surgimiento, quién es capaz o está facultado para realizar tal acto" <ibid. p. 4). Tras-
plantada esta problemática al proceso, "un defecto en cualquiera de las relaciones 
indicadas impediría el surgir del proceso. En suma, en esos principios están contenidos 
los elementos constitutivos de la relación jurídica procesal" (ibid. p. 5). Esta doctrina 
pasa a los procesalistas posteriores, y tiene también un eco indudable en la moderna 
ciencia procesal canónica. Ejemplo de esto último es la obra de DelIa Rocca (vid. 
F. DELLA ROCCA, ob. y ed. ctds., pp. 60-64), para quien, cuando los presupuestos pro-
cesales consisten en circunstancias objetivas, entiende también serlo, aparte de la 
formulación válida de la demanda y la competencia -habría que aclarar que lo 
sería sólo la absoluta-, el poder de jurisdicción del órgano jurisdiccional (ibid., p. 
64). Asimismo Roberti, aunque no le dedique gran atención al estudio del concepto 
de los presupuestos procesales, incluye el tema de la jurisdicción dentro de la parte 
primera del libro primero de su obra, designando a dicha parte con la rúbrica "De 
praesuppositis processus" (vid. F. ROBERTI, ob., vol. y ed. ctds., pp.- 103-162). Igual 
criterio sigue, en la bibliografía española, MIGUEL MORENO HERNÁNDEZ -(cfr. su obra 
"Derecho procesal canónico", Madrid, 1956, pp. 45 y ss.). Y esta doctrina es la que 
gravita fundamentalmente en el Decreto de nulidad que comentamos. 
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voluntad tiene la misma función creadora de efectos que en el derecho 
sustancial" 36. Esta afirmación no puede ser aceptada sin advertir antes 
que esa voluntad, dirigida a producir efectos procesales, no los produce 
directamente, sino que está siempre mediatizada y sometida a la vo-
luntad del órgano judicial director del proceso. De aquí, como ya 
vimos, la exclusión de la figura que pudiéramos deSIgnar como nego-
cio jurídico procesal. 
Pues bien, Robleda distingue tres clases de elementos que integran 
el acto procesal: presupuestos del acto, esencia y condiciones. Para 
él los presupuestos son las personas que intervienen con carácter prin-
cipal en el proceso: el juez y las partes. Si falta~ estos presupuestos en 
todo el proceso o en cada uno de los actos del mismo, "el proceso o 
el acto respectivamente no serán nulos en el sentido específico de esta 
palabra, es decir, sin significación jurídica, sin eficacia, sino inexisten-
tes". El ele no contempla estas hipótesis. Tanto el c. 1.558 como el 
1.892, I Y 2 "no tratan de la falta de presupuestos, sino de las condicio-
nes en los presupuestos, cual es la incompetencia o la incapacidad de 
estar en judicio. Una cosa es que falte la persona públíca, y otra, que 
la tal persona reúna estas o aquellas cualidades jurídicas. El juez, por 
el mero hecho de serlo, tiene potestad al menos in actu primo". Y añade 
más adelante: "Una cosa es la falta de jurisdicción, que podríamos 
llamar simplemente: falta de un subiectum publicum agens, es decir, 
de una persona con un ius agendi radical; y otra, la de competencia 
aún absoluta que podríamos llamar: falta de jurisdicción in actu se-
cundo (ejercicio de ella). En el primer caso falta enteramente la causa 
eficíente, o sea, la persona pública, la potestas radical; no así en el 
segundo". Lo mismo ocurre si se contempla a las partes, los otros pre-
supuestos del proceso. Según Robleda una cosa es que falten el ador 
o el reo, y otra que les falte "la cualidad requerida por el orden jurí-
dico para estar en juicio""ST. 
Esa misma dirección mantiene Ghidotti, quien afirma: "Il giudice 
invece, provisto di giurisdizione, possiede la "causa totale degli effetti" 
Essendo pero il giudice una causa libera, e regolato del Legislatore, 
per il bene comune, con condizione che suppeditano la efficacia estema 
dei suoi atti. Orbene, la incompetenza assoluta e solo un ostaculo che 
36. O. ROBLEDA, ob. Y ed. ctds., p. 189. 
37. O. ROBLEDA, ob. Y ed. ctds., pp. 190-191. 
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t'l Legislatore mette, per impedire che gli effetti siano efficaci. La in-
competenza pertanto, presuppone l'attivitta della persona del giudice, 
munito di giurisdizione". 
Sin embargo, este mismo autor, casi de inmediato, a pesar de 
reconocer esa presencia radical del poder jurisdiccional en quien pú-
blicamente se encuentra investido de tal potestad, lo sujeta a límites, 
como puede quedar sujeto a límites ese acto secundo que es la compe-
tencia. Para Ghidotti e logico que tale giurisdizione ha dei limiti, fissati 
dal c. 20I, 2, all'infuori dei quali non essite. Ma dentro questi limiti, 
tale potesta e completa e operante 38• Y acude a una cita de P. Bender 
para quien "e inesistento per tanto tale potesta o giurisdizione esercitate 
"in proprium commodum", cosi pure "extra territorium", salvo la 
eccezioni aportate dallo stesso canone" 39. 
Ante esas afirmaciones de Ghidotti, nos preguntamos si ellas son 
compatibles con la concepción que del poder jurisdiccional tiene Ro-
bleda, según antes viéramos, y el mismo Ghidotti parece compartir 
cuando recoge el principio de que "omnis iudex habet iurisdictionem" , 
y cuando sostiene "la giurisdizione pertanto, entra nella sfera radicale 
della attivitadi ogni magistrato" 40. La jurisdicción, sometida a ese 
límite del territorio, ya no sería entonces ese acto primo del que hablan. 
Requeriría también, para existir, un acto secundo sin el cual no se 
daría: que se ejerza dentro de su propio territorio. 
A nuestro parecer, Ghidotti -y lo mismo cabe 'argüir a la doctrina 
que sirve de principal fundamento al Decreto que analizamos- con-
funde tener jurisdicción y ejercer la jurisdicción, conceptos que, nos 
parece, han sído bien distinguidos por Robleda. 
Como nos movemos en un ámbito procesal, el éste nos limitamos al 
referirnos al concepto de jurisdicción. ¿Y qué entiende la doctrina pro-
cesal común por jurisdicción? Claro es que, en esta ocasión, no va-
mos a intentar -nos llevaría muy lejos de nuestro objeto- discernir 
lá esencia de la jurisdicción ni intentar siquiera determinar aquellos 
elementos que caracterizan a la función estrictamente jurisdiccional 
con respecto a las otras funciones -legislativa y de administración-
propias del poder público. 
38. Cfr., para las dos citas anteriores, a E. GHIDOTTI, ob. y ed. ctds., p. 117. 
39. E. GHIDOTTI, ob., ed. y p. últ. ctds., nota 5. 
40. E. GHIDOTTI, ob. Y ed. ctds., p. 118. 
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Aquí nos basta con partir de un criterio convencional, que podemos 
encontrar, por ejemplo, en un autor clásico de Derecho procesal, como 
Chiovenda. Este sostiene que la función jurisdiccional es "un complejo 
de actos de imperio agrupados para un cierto fin que lo caracteriza", 
y que, "como función de soberanía, la jurisdicción llega donde llega 
la soberanía" 41. La jurisdicción se presenta ofrecida a los ciudadanos 
"como la mejor garantía de la observancia de la ley, separada de las 
mudables corrientes de la administración y de la política" 42. 
Cuando hablamos ahora de jurisdicción nos estamos refiriendo a 
un concepto limitado de ella, que es el que interesa al objeto del pre-
sente trabajo: como "actividad que el órgano judicial desarrolla en 
un proceso"; lo que "constituye el ejercicio de una función estricta-
mente estatal que la doctrina y el derecho positivo unánimamente viene 
designando de antiguo con el nombre de jurisdicción. La primera 
noción que en este punto puede ofrecerse es, por tanto, la de que el 
término jurisdicción sirve para designar el especial derecho y deber 
que en el Estado reside de adrriinistrar justicia" 43. Y añade este mismo 
41. JoSÉ CHIOVENDA, Principios de Derecho Procesal Civil, 1, td. de José Casais, 
Madrid, 1922, p. 371. 
42. J. CmOVENDA, ob., vol. y ed. ctds., p. 379. La jurisdicción es definida por ADOLFO 
SCHONKE -Derecho Procesal Civil, trad. de L. Prieto Castro y J. M.a Cabrera y 
colaboración de V. Fairén, Barcelona, 1950, p. 45- como "el derecho y el deber al 
ejercicio de la función de justicia". Y añade: independientemente de que dentro 
de la jurisdicción estatal quepa distinguir diversas ramas de la jurisdicción, que "el 
poder de decidir los negocios (jurisdicción en sentido estricto) comprende toda la 
actividad atribuida a los Tribunales en cuanto se refiere a la aplicación del derecho 
al caso concreto" (ibidem, p. 50). De gran interés, por la acumulación de opiniones 
doctrinales y por sus conclusiones, aparte de lo reciente de su publicación, vid. 
MANuEL SERRA DOMÍNGUEZ, ob. y ed. ctds., pp. 20-117. Sin embargo, no trata este 
autor del tema de la Jurisdicción en cuanto atribuída. La atribuye simplemente al 
juez recogiendo la distinción entre auctoritas y potestas, que recibe de Carreras y 
que encontramos en Alvaro D'Ors, en contemplación del Derecho romano clásico; 
vid. Elementos de Derecho Privado Romano, Pamplona, 1960, pp. 26-31 Y "Derecho 
Romano privado", Pamplona, 1968, pp. 10-11. Dice Serra: "sólo la auctoritas del magis-
trado permite comprender la esencia de la resolución jurisdiccional. La potestas es 
un atributo posterior que se añade a la resolución, pero que no la requiere necesaria-
mente. El juez, desprovisto de potestas, continúa desempeñando funciones jurisdiccio-
nales. Por el contrario, si se le priva de auctoritas, en realidad deja de ser juez" 
(ibid., p. 50). Y nos preguntamos: ¿no estaremos, ante la prohibición del c. 201, 2, 
simplemente ante una privación de potestas, no privación de la auctontas inherente 
a quien tiene atribuida la jurisdicción? 
43. JAIME GUASP, Comentarios a la ley de enjuiciamiento civil, 1 (2.a ed.), Ma-
drid, 1948, p. 258. 
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autor: "La aptitud de cada órgano judicial para examinar y actuar 
una pretensión determinaaa no se apoya tan sólo en el hecho de que 
dicho órgano pertenezca efectivamente a la jurisdicción. La jurisdic-
ción como potestad o derecho de administrar justicia es única; pero 
los órganos por los que se ejerce son varios; es preciso, por tanto, 
saber cómo se respeta aquella potestad entre quienes pueden ser sus 
titulares" 44. Esto nos conduce a un concepto nuevo de atribución con-
creta, que es la competencia. Pero no deseamos seguir esta dirección. 
Nos basta señalar ese carácter único que se da en la jurisdicción y 
que posee todo órgano o tribunal de justicia por el hecho de estar 
legítimamente constituído. 
Pues bien, este concepto de jurisdicción, como función que se de-
sarrolla en el proceso, lo vemos compartir por Gómez Orbaneja y Herce 
Quemada cuando al afirmar que lila jurisdicción es el primero de los 
presupuestos procesales", sostienen que, "en sentido subjetivo, como 
facultad del órgano, la jurisdiCción es una potestad potencial, algo que 
viene determinado previamente a su ejercicio. Para saber si una perso-
na o pluralidad de personas están investidas de jurisdicción, no nece-
sitamos considerar el asunto concreto sobre que recaiga su actividad". 
y en razón a ese carácter primigenio de potestad, la persona o el 
órgano desprovistos de jurisdicción, harán que el acto que realicen no 
sea ya "anulable, sino radicalmente nulo. Puede constituir, además, 
un delito" 45. "El fin de la jurisdicción ~nos ilustra Prieto Castro-
es la justicia, y por eso se le llama también administración de justi-
cia" 46. Y esta IIjurisdicción es una y única como poder y como fun-
ción, y tan sólo sucede que, con el fin de distribuir el trabajo y de 
contar con órganos' especializados por razón de los objetos, las distin-
tas materias que comprenden se atribuyen a una pluralidad de tribu-
nales. Por esto, más que de una diversidad de jurisdicciones, se debe 
hablar de una diferenciación de órganos" 47. 
Por último, Carreras -y con este autor terminamos esta relación 
de algunos autores representativos de la doctrina en el ámbito civil-, 
44. J. GUASP, ob., vol. y ed. últ. ctds., pp. 292 y 293. 
45. EMILIO GÓMEZ ORBANEJA y VICENTE HERCE QUEMADA, Derecho Procesal Civil, 
1 (6.~ edJ, Madrid, 1965, p. 80 (el subrayado es de los autores). 
46. L. PRIETO CASTRO, ob., vol. y ed. ctds., p. 14. 
47. L. PRIETO CASTRO, ob., vol. y ed. ctds., p. 28. 
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tras una interesante expOSlClOn de arranque de base ius publicista y, 
contemplando el Derecho de Roma, a través de la distinción dual de 
un proceso clásico con fase in iure, reservada a la potestas del pretor, 
y apud iudieem, reservada a la auetoritas de la persona prudente que 
emitía el juicio, entiende que en el solemne ordo judieiarum, como 
en la anterior eognitio extra ordinem, "se otorga la autoridad al sujeto 
que, como funcionario, está ya revestido de potestad. Pero esta potes-
tad se concibe como instrumento y complemento de la autoridad" 48 •. 
Mientras la autoridad mira sobre la justicia o injusticia de una conducta 
humana, la potestad, en cambio, es similar a la de cualquier órgano ad-
ministrativo. En esa autoridad que tiene para definir lo justo en el caso 
concreto, es lo que le hace diferir radicalmente al juez del funcionario 
de la Administración. Mientras en el juez "la autoridad, en cuanto ius 
die ere , es ajerárquica y aterritorial" 49. Pues bien, como consecuencia 
práctica de las consideraciones anteriores, y para evitar que esa autori-
dad que el juez tiene por el mero hecho de serlo, al no ser la delimita-
ción de jurisdicción, que impone la competencia, más que límite exigido 
por la potestad, postula -con objeto de acercar la justicia a los justi-
ciables- que en vez de multiplicar los oficios jurisdiccionales, "ampliar 
el ámbito territorial de la potestad, y dotar a los órganos de personal 
cooperador eficiente y de medios de traslado convenientes" 50. Es decir, 
se trata de ensanchar los ámbitos territoriales de la potestad, que es 
lo que limita el ejercicio de la jurisdicción, para que ésta pueda ejer-
cerse, por quien la tiene, con mayor flexibilidad y alcance geográfico. 
Pero esto mismo es lo que entiende por jurisdicción la doctrina 
canónica. Y volvemos a insistir que no hablamos de jurisdicción, sino 
limitadamente, en cuanto tal función de la Iglesia se ejercita, para la 
administración de la justicia, en su peculiar ámbito, definido por el 
c. I.553 SI. 
No planteándose, en el caso que contemplamos, cuestión alguna 
48~ JORGE CARRERAS, Naturaleza del órgano jurisdiccional, en Revista Iberoame-
ricana de Derec;ho Procesal, 1965, p. 372. 
49. J. CARRERAS, ob., vol. y ed. ctds., p. 374. 
50. J. CARRERAS, ob., vol. y ed. ctds., p. 378. 
51. En este sentido, vid. LUDOVICUS BENDER, O. P., -Potestas ordinaria et delegata, 
Roma, 1957, pp. 1 Y 2- especialmente cuando distingue: "Haec autem potestas regi-
minis subdividitur in potestatem iurisdictionis (strictae dictae) , potestatem adminis-
trativam et potestatem magisterii" (también en pp. 10-18). En la p. 19 recoge la 
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respecto a la delegación, interesa sólo ver a quien va primeramente 
adscrito este poder jurisdiccional; indudablemente al Ordinario de B. 
que fue quien delegó. A su persona -coñforme al c. 197, 1- mientras 
esté en posesión del oficio al que va aneja dicha potestad: "Adnexa 
officio est illa potestas, quae alicui competit proprie quia habet hoc 
officium et proinde non quia est haec persona individua, determinata 
independenter ab officio, quod habet"52. "Potestas iurisdictionis po-
test in solos subditos directe exerceri" (c . 201, 1). Y esta potestad, uni-
da al oficio, y sólo ejercitable directamente sobre los propios súbditos, 
"non posse exerceri extra territorium" cuando es judicial (c. 201, 2), 
en contraste con lo que ocurre en los actos que son de jurisdicción 
voluntaria (c. 201, 3). Se presenta, pues, como una limitación para el 
ejercicio de aquella potestad: no pérdida de la misma; más bien se 
trata de un condicionamiento a su ejercicio. Cuando Bender intenta 
dar una explicación a esta limitación sólo encuentra la siguiente: "est 
restrictio iuris quodvigeret si exercitium huius potestatis solo regeretur 
iure naturae. Restrictio valde utilis, ut ordo socialis servetur" 53. Es 
decir, una razón de conveniencia, no constitutiva, puesto que lo fun-
damental de la potestad judicial no deja de ser el que la tenga quien 
detente el oficio al que va aneja, independientemente del lugar en 
que accidentalmente resida. 
Define Michiels la potestad de jurisdicción como "potestas publica . 
regendi 'Seu auctoritative dirigendi personas Ecclesiae subditas et res 
ecclesiasticas in ordine ad efficanter assequendum finem socialem Ec-
clesiae proprium, vide licet sanctificationem et salutem supernatura-
lem fidelium"54. Esta potestad presupone, en opinión de este autor, un 
título jurídico fundamental, del que nace la relación directa entre un 
Superior determinado y unos súbditos determinados. Tal potestad viene 
atribuída siempre a algún miembro de la jerarquía sagrada conforme 
establecen los cc. !O8, 3 Y !O9 55 • Un aspecto de esta potestad es la 
división de la jurisdicción en judicial y voluntaria y sostiene respecto a la primera: 
"In iure nostro potestas iudicialis est ea quae excercetur in stricta forma iudiciali 
seu cum observatione solemnitatum et normarum, qua e in prima et tertia parte libri 
IV Codici statuuntur". 
52. L. BENDER, ob. Y ed. ctds., p. 17. 
53. L. BENDER, ob. y ed. ctds., p. 62. 
54. GOMMARUS MICHIELS, O. F. M., cap., De potestate ordinaria et delegata, 
Tournai, 1964, p. 41. 
55. Cfr. G. MICUIELS, ob. y ed. ctds., pp. 41 a 53. 
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judicial determinada por un conjunto de notas, en las que no cabe de-
tenerse en este comentario 56. Sí interesa destacar el que señale este 
autor la necesiaad de que coincidan tres requisitos para la concesión 
de la misión canónica o legítima jurisdicción: potestad en el conce-
dente, habilidad en quíen la recibe y forma debida en el acto de con-
cesión. Y añade: "H aec tria, si concurrunt in actu juridico qua 
confertur potestas jurisdictionis, et qui in doctrina vocatur titulas ju-
risdictionis, idest, in actu collationis officii ecclesiastici determinati 
jurisdictionem ordinariam adnexam habentis vel in actu commisionis 
personalis determinatae personae certam jurisdictionem delegatam con-
ferentis, efficiunt titulum jurisdictionis verum et legitimum". 
Como en el caso que contemplamos en este trabajo, no se plantea 
el problema acerca de la vigencia de la potestad delegada del Tribunal 
que dictó la sentencia luego anu1ada por el Tribunal de la Rota, sino 
sobre la carencia de jurisdicción en el propio delegante que, igualmente 
que no podía juzgar fuera de su territorio, tampoco podía autorizar que 
el Tribunal delegado dictara sentencia fuera del territorio de la juris-
dicción de aquél, interesa ver si el delegante careCÍa efectivamente de 
jurisdicción fuera de su territorio. Para ello, entendemos que tendría 
que haberse extinguido su jurisdicción. Pero las causas de extinción 
de la jurisdicción ordinaria están recogidas en el c. 208. 
Como dice Michiels, "causa unica, ob quam cessat potestas ordina-
ria, est amissio officii cui jurisdictio ordinaria est adnexa". Añadiendo 
que la razón de ello reside "quia jurisdictio ordinaria essentialiter 
cum officio connectitur et eodem ad normam iuris vigentis, determina-
tur, ita ut nonnisi mediante officio ab aliquo individuo adquiratur est, 
semel acquisita, ab ea ideo et eatenus tantum retineatur, quia et qua-
tenus ab ipso retinetur officium ipsum" ~. Cierto que aquel mismo 
c. 208 contiene determinadas causas de suspensión de la jurisdicción 
ordinaria, pero nada tienen que ver ciertamente, esas hipótesis, con la 
ausencia de su territorio del titular del oficio. Es más, si el propio c. 
20I, 3 autoriza el ejercicio de la jurisdicción voluntaria extra territo-
rium por el titu1ar de la potestad, ¿qué significación puede tener para 
Michiels la prohibición del c. 20I, 2? 
Para Michiels tal prohibición está sometida a sanción de nu1idad 
56. Vid. G. MICHIELS, ob. y ed. ctds., pp. 158 a 170. 
57. G. MICHIELS, ob. y ed. ctds., p. 278. 
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según la doctrina común de los autores, y por consiguiente -conclu-
ye- es de suyo nula una sentencia judicial dictada fuera del territorio. 
Mas, a nuestro parecer, el propio Michiels se contradice al hablar de 
que los autores coinciden en tal sentido, cuando señala, en nota a pie 
de página, algunos otros autores que contradicen esa opinión que se 
dice común 58. Luego menciona, como ratio generalis, el precedente 
romano -en el que más adelante nos detendremos-, así como razo-
nes de orden social, a fin de que se observe la división territorial de 
la jerarquía vigente en la Iglesia. Razones, estas últimas, no de tanta 
importancia en la actualidad, como más adelante también veremos, 
máxime, cuando, como en el caso contemplado de este comentario, 
la jerarquía del territorio en que se actuó concedió la oportuna autori-
zación. Y agrega: "ratio specialis, ob quam prohibitio ista dicenda est 
sub sanctione nullitatis lacta, haec est, quia potestas jurisdictionis a 
judice non habetur, nisi quando et quateno ea judici positive concedi-
tur, in can. 20I, 2 vera potestas iste positive negatur" 59. A nuestro 
parecer, Michiels ha hecho aquí un buen juego de palabras para dar 
el mismo alcance al c. 20I en sus parágrafos I y 2, olvidando que el 
"exerceri potest in solo subditos (lirecte" se da porque sobre ellos se 
tiene tal jurisdicción de directo ejercicio, mientras el -nequit exerceri es 
una prohibición precisamente a ese ejercicio extra territorium; no quie-
re decirse con ello que se haya, por tal motivo, perdido la jurisdicción 
que se tenía. Tal postura equivale a afirmar que se extingue la potes-
tad judicial ordinaria al salir el titular de su ámbito territorial, lo cual 
está en evidente contradicción con lo que el propio autor hemos visto 
que sostiene sobre las causas de extinción de la potestad ordinaria de 
jurisdicción, así como de las posibles hipótesis de suspensión de la 
misma. 
Lo que intentamos, pues, hacer resaltar es que esa potestad de 
jurisdicción va unida a la persona de la jerarquía de la Iglesia que os-
tente el oficio, y mientras en éste no cese dicha potestad sigue gozán-
dola, directamente sobre sus propios súbditos, donde quiera que el 
titular se encuentre: dentro de su territorio o fuera de él, aunque en 
este segundo caso no pueda hacer uso del ejercicio de la potestad ju-
58. Basta confrontar la nota 1 de la p. 227, de G. MICHIELS, ob. y ed. ctds. No ne-
cesitamos, por tanto, volver a analizar las posturas que el propio Michiels cita. 
59. G. MICHIELS, ob. y ed. ctds., p. 227. 
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dicial. Y, por consiguiente, no es que carezca de jurisdicción: es que 
el CIC le prohibe la ponga en ejercicio. 
Pero veamos qué dice sobre la potestad jurisdiccional el mismo 
Roberti tan citado por la sentencia objeto de nuestro comentario: 
"Po testas iurisdictionalis ordinem iuridicum tuetur, legum exsecutio-
nem iuxta normas processuales, logice procedens, neutri partí fa-
vens" 60. Indudablemente habla de tal potestad, en este caso, restrin-
giéndola al concepto estricto de potestad judicial, que es el que nos 
interesa. Más adelante nos ilustrará acerca de quienes ejercen esta 
potestad en la Iglesia: "Potestas iurisdictionalis a Pontificis et Con-
ciliis hodie vix unquam exercetur; ab Episcopis et Superioribus religio-
sis raro exerceretur; quae contra regulariter committitur tribunalibus 
stabiliter constitutis aut iudicibus delegatur" 61. 
Pero su noción de jurisdicción, como algo que corresponde a todo 
el que tenga en la Iglesia oficio de juez, quedará más relevante al 
estudiar la competencia, a la que define "portio iurisdictionis unicui-
que iudice assignata". De tal manera que, objetivamente, la compe-
tencia designa la esfera de actividad de cada tribunal, diferenciándose, 
la competencia de la jurisdicción, como la parte se diferencia del todo, 
y añade: "Quilibet enim iudex habet iurisdictionem sed ordinaria ne-
quit exercere integram iurisdictionem". Hasta tal punto se da ese 
poder jurisdiccional, en el que lo ostenta, que sostiene: "Iam vero 
quandocumque tribunal unicum existit, nulla quaestio fieri po test de 
limitibus potestatis illius" 62. ¿Puede sostenerse, tras esa atribución de 
jurisdicción in genere a quien ostenta un oficio jurisdiccional, que la 
pierda por el hecho de salir de su territorio y ejercerla fuera de él? ¿No 
será más bien una limitación a su ejercicio, como lo puede ser tam-
bién -aunque proceda. de otra razón distinta- la atribución de com-
petencia? 
Y lo mismo puede decirse que sostienen los restantes procesalistas 
canónicos. A título de ejemplo creemos ser bastante citar a DelIa Rocca 
cuando afirma: "Sentados ya los principios en orden a la capacidad 
general de los órganos para ejercer la jurisdicción, es necesario precisar 
los límites que señala la ley a cada. uno de ellos' en el ejercicio de la 
60. F. ROBERTI, ob., vol. y ed. ctds., p. 106. 
61. F. ROBERTI, ob., vol. y ed. ctds., p. 110. 
62. F. ROBf:RTI, ob., ed. y vol. ctds., p. 163. 
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misma. Tales límites dan el concepto de competencia" 63. No es que 
confundamos los límites que impone la competencia con el límite que 
procede del ejercicio extra territorium. Pero ambos coinciden en ser 
límites precisamente de un fenómeno más amplio, el de jurisdicción, 
que no se pierde ni por actuar con incompetencia ni por ejercerse fuera 
del territorio. 
Pero es más aún: si Roberti estima, como ya vimos, que la com-
petencia es portio iurisdictionÍ's unicuique iudice assignata" habida 
cuenta de que no se niega que el Arzobispo de B. tenía competencia 
-y de aquí que también la tenga el Tribunal por él delegado- para 
conocer y resolver procesalmente el tema en litigio definido por la sen-
tencia anulada, ¿cómo es permitido pensar que pueda darse en él una 
competencia sin que ésta sea a la vez una porción dé jurisdicción? 
¿No se dará tal competencia porque en rigor existía previamente, en 
el Arzobispo de B. y, por ende, en su tribunal delegado, jurisdicción, 
con independencia de toda consideración al territorio en que pudiera 
ejercerse? La jurisdicción -antes hemos dicho- es previa a la com-
petencia. 
En efecto, antes adelantamos que tanto esa doctrina canónica, como 
la del Decreto comentado, han confundido tener jurisdicción con el 
ejercicio de la jurisdicción. 
Gozan de jurisdicción en la Iglesia todos los órganos instituídos 
-según su Derecho constitutivo así como por las restantes normas del 
ordenamiento canónico- para juzgar de aquellas personas y materias 
sobre las que la Iglesia tiene un derecho propio y exclusivo de someter 
a su juicio, según nos ilustra el c. 1.553. 
Esos órganos -y esta no es la ocasión de designarlos en concre-
to-, para ejercer su poder de jurisdicción, han de sujetarse a unas re-
glas que condicionan o limitan su ejercicio. Reglas que pueden hacer 
referencia a la composición del órgano judicial, como son las conte-
nidas en el c. 1.576, o al ámbito de competencia según las diversas 
normas de su determinación, o al territorio en que tal ejercicio resulte 
legítimo para cada uno de esos órganos. Estamos ahora, pues, en 
esas hipótesis, no ante la jurisdicción considerada acto primo, sino 
acto secundo. 
63. F. DELLA ROCCA, ob. y ed. ctds., p. 118. 
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A este último aspecto corresponde, a nuestro parecer, el c. 201, 2: 
no es que la potestad judicial no se tenga fuera del territorio propio, 
sino que no puede ejercerse. En efecto, iudicialis potestas tam ordina1'ia 
quam delegata exerceri nequit ... extra territorium. El hecho de que ese 
c. 201, 2, señale las excepciones a este principio general -las de los 
cc. 40r, r; 88r, 2 y r.637- pone de relieve que por el hecho de salir 
del territorio no se pierde la jurisdicción que se tiene, sino que se pro-
hibe su ejercicio. Y concretamente, restringiéndonos a la esfera proce-
sal, de la que no deseamos exceda este comentario, en relación con el 
c. r.637, se aprecia que en él no se contiene ninguna reclamación de 
requisito esencial para el acto procesal ni se establece ninguna prohibi-
ción. Esta ya se encuentra suficientemente explícita en el c. 20r, 2. Lo 
que dispone el c. r.637 no es otra cosa que la concesión de una autori-
zación para el juez, investido de jurisdicción, para ejercerla legítima-
mente por excepción, fuera de su territorio: pote·st extra territorium 
iurisdictionem suam exercere et sententiam terre, poniéndolo en conoci-
miento del Ordinario del lugar en que la ejerza, y siempre que concu-
rran e~as circunstancias de haber sido expulsado violentamente de su 
territorio o en él se vea impedido del ejercicio de su poder jurisdiccio-
nal. Es, pues, el c. r .637, una excepción al principio prohibitivo con-
tenido en el c. 20r, 2. 
Lo que se intenta por el legislador con estos preceptos, partiendo 
del criterio territorial seguido por el ordenamiento canónico para la 
distribución de funciones y competencias en la Iglesia 64, es que las 
autoridades no actúen a distancia de su territorio, fortaleciendo así 
el deber de residir en la propia circunscripción así como impedir que 
pueda darse ejercicio de dos o más poderes jurisdiccionales situados en 
un misI'90 territorio, evitándose de este modo posibles conflictos entre 
autoridades y de dobles obediencias. Por ello se exige, por el c. r.637, 
en los caso¿ excepcionales que autoriza, que certiore tamen hac de re 
tacto lóci Ordinario. 
Si para evitar esos inconvenientes se solicita --dado el ahorro de 
gastos y traslados que hubiera supuesto para el tribunal delegado des-
plazarse a B. -autorización del Arzobispo de P., la cual es concedida, 
64. Para un nuevo enfoque en la concepción de la Diócesis, resultante de la doc-
trina del Concilio Vaticano 11, vid. JoSÉ ANTONIO SOUTO, Estructura jurídica de la 
Iglesia particular; presupuestos, IVS CANONICVM, 1968, pp. 121-202. 
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no habiéndose impugnado · el posible vicio por ninguno de los litigan-
tes, resulta, a nuestro juicio, excesivo el rigor legalista del Tribunal 
rotal en este caso que analizamos. Máxime cuando, a este respecto 
de la autorización del Ordinario del lugar, puede decirse que no hay 
prescripción expresa en contra, aunque del c. 20I, 2 pudiera deducirse 
que la prohibición es absoluta sin más excepciones que las que el 
mismo canon señala; cuando hoy se tiende cada vez con mayor 
fuerza a romper los límites estrechos del territorio diocesano a . efectos 
de realizar la función judicial, lo que se pone de relieve con la creciente 
corriente en pro de los tribunales regionales 65; Y cuando, sobre todo, 
se contaba ya con un precedente jurisprudencial interpretativo como 
el que recoge el Decreto comentado. Este precedente tiene indudable 
importancia ya qu~ si bien es de aplicación restringida a la Iglesia orien-
tal, que presenta sin duda características distintas a la latina, sin em-
bargo, constata un fenómeno más general de liberación de criterios 
territoriales estrictos, a los que no hay que esclavizarse en demasía 
cuando los intereses de la justicia 66 quedan respetados, y respetados 
quedan también los diversos ámbitos de jurisdicción y competencia de 
65. Cfr. BERNARD DE LANvERSIN, Création en France de Tribun4tU: ecclésiastiques 
régionatU:, IVS CANONICVM, 1968, pp. 369-395. Un precedente legal claro de esa rup-
tura de límites jurisdiccionales diocesanos, a efectos derogatorios de un criterio terri-
torial estricto, no deja de serlo el Motu proprio promulgado ya en tiempos de SS. 
Pío XI, en 8-XII-1938, que trata "De ordinandis Tribunalis Ecclesiasticis Italiae 1Jro 
causis nullitatis matrimonii". Es interesante hacer resaltar la siguiente frase que 
contiene la exposición preliminar a su articulado: "Facili prorsus negotio, igitur, 
quisquis percipit cur in Italia, ubi, ob magnum dioecesium numerum, permultae parvo 
territorio exiguoque clero constant, gravi immo quandoque insuperabili difficultate 
afficiantur Ordinarii in officialibus et iudicibus vere peritis suo tribunalis praeponen-
dis. Quae proinde difficultas si prae oculis ponatur, manifesta apparet necessitas as-
signandi pro tractatione causarum ·matrimonialium quaedam Tribunalia, numero pau-
ciora, quae, omnibus numeris absoluta, rite et laudabiliter proprio munere fungi 
queant". 
66. Aunque los fenómenos de inexistencia y nulidad absoluta sean observables 
de oficio, parece conveniente traer a referencia 10 que dice RUGO ALSINA de la san-
ción de nulidad, al hacer referencia al interés en obtenerla: "La aplicación automá-
tica de la sanción de nulidad por el sólo hecho de su constatación... pero que invali-
darán las actuaciones posteriores", proporciona, con · ello, "un arma al litigante de 
mala fe, que le permitirá demorar indefinidamente la tramitación del proceso" (ob., 
vol. y ed. ctds., p. 111). Y agrega adelante : "El carácter instrumental de las formas 
procesales hace que el legislador, como la jurisprudencia y la doctrina, consideren 
si no con disfavor, admitiéndola sólo en los casos en que su declaración sea el 
único medio de obtener la reparación de un perjuicio y facilitando en lo posible la 
subsanación del vicio" <ibidem, p. 121). 
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los respectivos Ordinarios, tanto el del delegante como el del que lo 
era del lugar en que la sentencia se dictara 07. No vemos, en cambio, 
con mucha claridad el problema que se plantea hipotéticamente el Tri-
bunal que dictó el Decreto de nulidad, para la hipótesis de que hubiera 
también mediado delegación del Arzobispo de P., pues nada tenía 
éste que delegar respecto a una causa para la que, a nuestro juicio, con 
exclusividad se había concedido la delegación por el Arzobispo de B., 
que era al parecer el único competente. 
Con lo expuesto no se intenta ya sostener, en este comentario, que 
no se diera la nulidad de la sentencia decretada por el Tribunal de la 
Rota -pues hay otros extremos del Decreto que también precisan ser 
analizados- sino que, por lo hasta ahora estudiado, la discrepancia 
se concreta a que el argumento fundamental del Decreto de nulidad 
no estimamos sea de aplicación a este caso: el argumento de falta de 
jurisdicción en el Tribunal delegado por el Arzobispo de B., puesto 
que la jurisdicción no se pierde por actuarse fuera del territorio. Cuan-
do un tribunal tiene competencia sobre las personas y materias para 
las que emite su sentencia es que tiene jurisdicción. Lo único que suce-
de es que no puede ejercerla por hallarse fuera de su territorio. 
VII. La doctrina antes aquí sentada, a nuestro parecer, tampoco 
se muestra contradictoria ni con los textos del Digesto ni con los del 
ius vetus canonicum recogidos en el Decreto de nulidad. Porque distin-
to es el hecho contemplado por los precedentes romanos, relativos, el 
primero de los señalados por el Decreto, a la prohibición del ejercicio 
67. Significativa es la postura que, a efectos de declarar como nulidad insanable 
el vicio de constitución del juez, exigido por el artículo 158 del Código procesal civil 
italiano, adopta Carnelutti. Con esta interpretación intenta reducir al máximo las 
posibilidades de esa nulidad radical, limitando también con claridad qué se entienda, 
en definitiva -aunque la ley italiana no utilice en este arto 158 el término-, por 
jurisdicción. Dice este autor -F. CARNELUTTI, ob., vol. y ed. ctds ., pp. 535-536- que 
"la frase "constitución del juez", que no es muy clara ni feliz, debe entenderse en el 
sentido de "constitución del oficio judicial", de manera que el vicio consiste en no 
haberse cumplido el acto por la persona o por las personas que, según la ley, deben 
constituir el oficio judicial; por eso, sería insanablemente nula la sentencia pronun· 
ciada por el alcalde en lugar de por el pretor, o bien el proceso verbal (acta) exten-
dido por el notario en lugar de serlo por el secretario, e igualmente la sentencia 
pronunciada por el juez instructor en lugar de serlo por un colegio formado por jue-
ces en número diverso del prescrito ... pero si el oficio proviene de un oficio consti-
tuido según la ley no es insanable". 
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de la jurisdicción fuera de su provincia 68 por una autoridad provincial; 
el segundo, limitativo del ámbito territorial, en el que una autoridad, 
de este tipo, puede imponer a sus súbditos el derecho que para ese 
territorio dicta. 
En cuanto al texto de Inocencio IIt porque la declaración de la 
validez de la sentencia de interdicto se basa ciertamente en que, par-
tiendo de la jurisdicción universal del Papa, un legado, que actuó por 
él.. lo hizo legítima y válidamente aunque dictara su sentencia desde 
fuera del territorio al que iba destinada, pues en el lugar en que hizo 
su pronunciamiento también gozaba de jurisdicción delegada por el 
Romano Pontífice. Mas tal solución en concreto no quiere decir que, 
si llegado el caso de haberse dado la hipótesis contraria, hubiera te-
nido necesariamente que declararse absolutamente nula la sentencia 
por falta de jurisdicción, mediando, como efectivamente mediaba, una 
clara competencia sobre dicho asunto a favor del que, como juez de-
legante, dictó su sentencia el delegado. Y aún menos habría de lle-
garse necesariamente a tal declaración de nulidad si, como en el caso 
que contemplamos en este comentario, hubiera tenido autorización 
o licencia del Ordinario del lugar en que actuaba procesalmente re-
solviendo una hipótesis litigiosa de otro territorio para la que tenía 
competencia. La ratio i1.f,ris de la sentencia de Inocencio III no es ex-
cluyente de otros posibles argumentos para hipótesis de hecho dis-
tintas 
Por último, respecto al texto de Bonifacio VIII citado por el De-
creto de nulidad, se ha de decir que, en rigor, ninguna relación en-
tendemos exista con el contemplado por el Decreto de nulidad objeto 
de nuestro comentario. Se trata de un texto relativo a los límites terri-
toriales de las leyes penales. De tal modo que éstas no pueden impo-
68. En rigor, el si excesserit, privatus est, de ese texto de PAULO (D., 1, 18, 3) 
-según se deduce, a nuestro parecer, de la consideración de las fuentes romanas-, 
está pensado más en la vuelta a Roma del Gobernador de la provincia, al cesar en 
el cargo, que en una ausencia accidental suya. Este texto -en nuestra opinión- ha 
de ser contemplado junto con el de MARCIANO (D., 1, 18, 15) que enseña que el Go-
bernador de la provincia no · debe salir de ella más que para cumplir un voto y 
aun sin pernoctar fuera de aquélla. No parece aplicable ese texto de Paulo, a la 
jurisdicción episcopal, que es permanente, cuando lo de hacerse privatus sólo cabe 
ser entendido en relación con el cese en el cargo de una autoridad que, por naturaleza; 
tiene una jurisdicción sometida a limitación temporal. Estos cargos de gobernadores 
eran renovados anualmente. 
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nerse por hechos acontecidos fuera del territorio para el que se dic-
taron, aunque se intente afectar a súbditos propios de la autoridad 
que dictara esas leyes penales. No se trata, pues, de una autoridad 
judicial que dictara sentencia, para su propio territorio, desde terri-
torio ajeno, sino que se pretende impedir que una autoridad, desde 
su propio territorio, pueda perseguir hechos cometidos en ajeno te-
rritorio con base a leyes sometidas a límites territoriales: este texto de 
Bonifacio VIII es un caso claro de aplicación y limitación de -la ley 
penal en el espacio oo. 
Por ello diferimos del sentido que se da a la conclusión a la que, 
como principio absoluto, alcanza definir el Tribunal, en el aparta-
do 4) del Decreto de nulidad, tras la cita de los textos históricos refe-
ridos. "Hic firmatur princiPium, a iure Romanorum enuntiatum, 
potestatem coercitivam non posse exerceri extra territorium, seu Epi-
scopum extra suam dioecesim carere potestate coercitiva etiam in sub-
ditos suos". 
Efectivamente, no puede ejercitarse esa potestad fuera del territo-
rio. Mas, para ello, sin necesidad de recurrir a precedentes históricos, 
basta tener en cuenta el c. 20I, 2. Pero el no poder ejercer la jurisdic-
ción fuera del propio territorio, no quiere decir que esa jurisdicción 
se conserva mientras no se extinga por algunas de las causas estable-
cidas por el Derecho, independientemente de la presencia o ausencia 
del titular en su territorio, si bien haya de tenerse en cuenta que, ale-
jado de éste, no pueda ejercerla. Sin embargo, basta que retorne, para 
reintegrarse -con plenitud jurídica- a dicho ejercicio. 
Por tales motivos no resulta aceptable, a nuestro parecer, ese prin-
cipio en cuanto afirma que el Obispo, fuera de su diócesis, carece de 
potestad coercitiva también sobre sus propios súbditos. Carecerá de 
potestad coercitiva sobre esos súbditos suyos para, como en la hipó-
tesis que contempla el texto de Bonifacio VIII, condenarle por hechos 
delictivos cometidos por estos súbditos suyos fuera de su territorio, en 
cuyo caso quien tiene la potestad coercitiva será el Ordinario del lugar 
en que esos 4echos se cometieron. Pero esto no quiere decir que la 
69. Cfr. FERNANDO DELLA ROCCA, Istituzioni di Diritto penal e canonico, Torino, 
1961, p. 23; TOMÁS GARCÍA BARBERENA, Comentarios al Código de Derecho Canónico, 
IV, Madrid, 1964, pp. 311-312; GOMMARUS MICHIELS, De delictis et poenis, vol. secun-
dum, Tornaci, pp. 138-155. 
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potestad que, conforme al c. 20r, r, tiene sobre sus súbditos, la pierda 
por razón de que el Obispo salga de su territorio, sino que, en su 
ausencia, no podrá ejercerla, teniendo que incorporarse al territorio 
de su jurisdicción para que ese ejercicio se lleve a cabo legítimamente. 
Ahora bien, sobre los hechos de tipo criminal ocurridos dentro del 
territorio de su jurisdicción, él será la única autoridad encargada de 
juzgarlos y penarlos, con independencia de cual sea la autoridad de la 
que dependen personalmente los autores del delito. Este principio te-
rritorial -in loco patrati delicti- bien definido queda en el c. I.S66. 
VIII. Cuando faltan los presupuestos para la constitución del ac-
to jurídico, según la teoría de Robleda, falta el acto mismo; estare-
mos ante una hipótesis de inexistencia del acto, de lo que resulta una 
nulidad virtual conforme al primer inciso del c. 1.680, 1. Lo mismo 
ocurre, en opinión de este autor, cuando falta la esencia misma del 
acto, que no puede ser otro -siguiendo esa misma opinión- que "el 
consentimiento (con las causas formal y material). Si esto falta, el 
acto, según el Código, es nulo". Aclarando, a continuación, que "pro-
piamente hablando éste no es caso de nulidad sino de inexistencia, lo 
mismo que el precedente" 70. 
Mas, siguiendo al mismo autor, con todo acto procesal hay que 
"distinguir tres clases de elementos: presupuestos del acto, esencia y 
condiciones positivas" 71. Antes vimos cómo la sentencia dictada por 
el Tribunal Delegado del Arzobispo de B., no adolecía, por el hecho 
de pronunciarse y deliberar sobre ella fuera del territorio de la Ar-
chidiócesis del delegante, de la falta del poder jurisdiccional en el 
órgano que juzgaba. Lo que este órgano no podía, como tampoco 
podía el Arzobispo delegante, era ejercer, en ese territorio extraño, 
su poder jurisdiccional. Y ello aunque mediara autorización del Ar-
zobispo del lugar en que la sentencia se dictara, por mostrarse como 
absoluto el principio prohibitivo' establecido en el c. 20r, 2. Tampoco 
puede decirse -y no merece insistir más sobre este tema- que falte 
el consentimiento, tanto enfocado en su aspecto de causa formal según 
la entiende Robleda, como enfocado en su aspecto de causa material, 
70. O. ROBLEDA, ob. y ed. ctds., p. 191. 
71. O. ROBLEDA, ob. y ed. ctds., p. 189. 
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es decir, recayendo ese consentimiento sobre el objeto propio del acto. 
¿Cuál podría ser entonces, en la versión de Robleda, el elemento 
que faltaría a la sentencia que fue declarada nula? A nuestro juicio 
un elemento de los que él llama "condiciones positivas". La jurisdic-
ción la tenía el Tribunal. por lo que el presupuesto existía; sin em-
bargo, no podía tal jurisdicción ejercerse fuera del territorio. El que 
la autoridad actúe~ dictando su sentencia, constituída en Tribunal de 
justicia, dentro del territorio de su jurisdicción, es una condición po-
sitiva requerida por el legislador. Ahora bien, según este autor, el 
vicio del acto por falta de condiciones y solemnidades constituye el ver-
dadero tipo de nulidad, contra distinto de la inexistencia 72. 
Siguiendo la opinión de Robleda, no hay nulidades virtuales por 
falta de elementos formales o condicionales. Esta solución parece 
arrancar ya, a su juicio, al primer golpe de vista del c. 11. Y lo 
razona del siguiente modo: "En efecto, este canon abarca todas las 
leyes positivas irritantes ael Código ... ; ahora bien, dice él (se refiere 
al c. II) que en cada caso se ha de encontrar establecida la nulidad; 
luego todas las nulidades positivas, o sea, éstas, y las provenientes de 
faltas de condiciones, han de ser textuales" 'la. 
Del mismo parecer se muestra Ghidotti, para quien esas condicio-
nes o solemnidades exigidas, son requeridas expresamente por el de-
recho positivo para la tutela del bien público. Aunque sean necesarias, 
no forman parte, sin embargo, de la esencia del acto o de sus presu-
puestos. La faHa de estos requisitos no viola directamente, entiende 
Ghidotti, el derecho de las partes, sino la misma ley, el orden social, 
el bien común. Por ello es el mismo legislador quien interviene sancio-
nando la nulidad, incluso antes de que las partes puedan impugnar la 
sentencia misma: "Questo, ci conferma il motivo per cui el legislatore 
si sia reservato "gelosamente" il diritto di sanzionare la nullita e la 
saggia decisione di facerlo sapere espressamente o equivalentemente 
quando avesse stabilitodi farlo (c. II)". Este criterio interpretativo, 
restrictivo de los casos de nulidad, se explica porque el legislador sa-
bía "che il suo diritto ad intervenire non poteva ostacolare l' attivita 
dei fondamentali diritti della persona, con continue e ripettute sanzioni 
72. O. ROBLEDA, ob. y ed. ctds., p. 193. 
73. O. ROBLEDA, ob. Y ed. ctds., p. 205. 
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di nullita", con lo que "tende sempre a diminuire il numero delle 
nullita" 74. Esta doctrina, aunque dirigida a restringir, a las hipótesis 
de nulidad textual de los cc. 1.892 y 1.894, las causas que pueden 
apoyar la querela nullitatis, parte de una doctrina general de la nulidad 
de los actos jurídicos consistente en que, o se da la nulidad virtual por 
inexistencia del acto jurídico al faltar los presupuestos del mismo o sus 
elementos esenciales constitutivos 75, o se da la nulidad textual con 
sanción expresa del legislador o expresa de modo equivalente al menos. 
Estos dos son las especies de nulidad que señala el c. r.680, I inter-
pretado a la luz del c. Ir. 
Cierto que la doctrina expuesta no es oPinio communis. Pero, a 
nuestro parecer, es la más congruente en razón del carácter restricTIvo 
con que debe interpretarse toda norma que, como la irritante, es odio-
sa 76. Efectivamente, un acto será radicalmente nulo, con nulidad ab-
soluta, o porque ese acto no surgió a la vida del derecho por falta de 
los elementos que han de integrarlo --caso de inexistencia-, o es nulo 
porque infringe una exigencia dispuesta con carácter imperativo por 
la ley. Ahora bien, como en estas hipótesis el propio cre, en sus cc. II 
y 1.680, I, establece que para que la infracción de la ley, por la con-
74. G. GHIDOTTI, ob. y ed. ctds., p. 122. 
75. "También en los actos procesales -dice F. DELLA ROCCA, ob. y ed. antes ctds., 
p. 85- la nulidad puede ser de derecho natural, si se produce por falta de elementos 
esenciales al acto, aun cuando la ley no lo sancione, o de derecho positivo, si es de-
clarado por la ley (lo que por lo común tiene lugar en materia de presupuestos pro-
cesales .. ,)". Nosotros entendemos que habrá nulidad si faltan esos presupuestos, aun-
que no haya expresa sanción de la ley, por ser constitutivos del proceso mismo, e 
incluso juzgamos que pueden ser estimados como causa de nulidad iuris naturalis. 
76. A este efecto es interesante hacer constar lo que sienta la sentencia rotal 
coram Parrillo, 3-VIlI-1933, ya citada: "Siquidem, nullitatis sententiae capita sunt 
a iure specifice designata, nec iudici est facultas, in re tam odiosa, per analogiam ea 
ad alía capita extendere". También para GOMMARUS MICWELS -Normae generales 
iuris canonici, vol. primum, Tornaci, 1949, p. 342- la leyes irritante, según el c. 
19, "stricte interpretari debemus, non solummodo ad carum comprehensionem et 
extensionem quod attinet, sed et quoad earum exsistentiam". Por cierto que este autor 
también expone una larga relación de expresiones contenidas en el CIC que han de 
entenderse equivalentes a la sanción de nulidad (cfr. ibidem, pp. 338-340), y tampoco 
señala comprendido el c. 201, 2, en la prohibición de la fórmula nequit, con alcance 
de nulidad. Para la interpretación de las normas odiosas y su versión actual por el 
CIC, vid. a este mismo autor, ob., vol. y ed. ctds., pp. 570-580. Para WERNZ-VIDAL 
-ob. y ed. ctds., 1, Romae, 1938, p. 240- las leyes irritantes quedan incluídas en la 
interpretación estrictiva del c. 19, dentro de aquellas que líberum exercitium iurium 
coarctant. 
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ducta humana que realiza el acto jurídico} produzca esa nulidad} tal 
nulidad ha de estar declarada expresamente o de un modo equivalente} 
se ha de concluir que una norma que contenga un mandato prohibiti-
vo} ya sea positivo o negativo} si carece a su vez de sanción de nuli-
dad} no ha de entenderse que dicho acto sea necesariamente nulo. No 
ha querido} sin duda} el legislador} que un efecto tan grave. como es 
el de la nulidad} quede fuera de su propio control. Tendrá entonces 
que acudirse a otros medios jurídicos de sanción para que ese acto 
realizado en infracción de ley no quede impune; pero este medio no 
será la nulidad inevitablemente. 
De la opinión contraria poco hemos de añadir a lo que afirma Ro-
bleda TI rebatiendo fundamentalmente a Michiels} pues sin duda no es 
lo mismo el término aequivalenter, que utiliza el c. II} que el término 
implicite. Implícitamente sólo pueden ser radicalmente nulos los actos 
carentes de algún elemento esencial para su constitución intrínseca. En 
otro caso} se necesita que el precepto} que establece el requisito} lo im-
ponga bajo sanción de nulidad expresa o equivalentemente formulada. 
Sin embargo} el Decreto de nulidad} objeto de nuestro estudio} tras 
citar la doctrina de Novat que se muestra partidario de la ilicitud 
y no de la nulidad} en caso de sentencia dictada fuera del territorio} 
expone la de Mattheus Conte a Coronata favorable a la nulidad 
con base -son palabras del Decreto- a que "can. 20I aequivalenter 
nullitatem actus definire videtur cum dicat: nequit exerceri extra te-
rritorium" 78. Coincidente con la opinión de Michiels} que aquí hemos 
intentado rebatir} como también la combate Robleda. 
Ciertamente que el Tribunal rotat a continuación} se inhibe del pro-
blema general de lo que se entienda por aequivalenter, ya que} en los 
casos de sentencias dictadas fuera del territorio} entiende que la cláu-
sula comminando a la nulidad era innecesaria} con arreglo a un prin-
cipio fundamentat tanto del Derecho civil como del canónico} el juez 
fuera de su territorio no es más que una persona privada} carente} por 
tanto, de jurisdicción. Y esta doctrina es la que hemos intentado re-
77. O. ROBLEDA, sobre todo cfr. ob. y ed. ctds., pp. 205-219. 
78. Cfr. M. CONTE A CORONATA, ob .• vol. y ed. ctds., p . 83, nota 3. El principio que. 
en esa .misma página, sienta este autor es el siguiente: "Exercitium potestatis iudicialis 
extra proprium territorium etiam de iure vigente invalidum est nisi exceptio ex iure 
probetur". 
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batir con anterioridad basándonos en la distinción tener jurisdicción y 
ejercer jurisdicción. El poder jurisdiccional sobre los propios súbditos 
y en su propio territorio se sigue teniendo aunque quien lo detente se 
ausente de él, pero desde fuera de su propio territorio no es permitido, 
que tal poder sea ejercido. 
Pues bien, aquí hubiera podido darse por concluído el comentario 
al Decreto de nulidad que analizamos, al quedar expuesta, creemos 
que de un modo suficiente, una doctrina que, contra la sentada como 
fundamento del Decreto de nulidad dictado por el Tribunal rotal, lleva 
a distinta conclusión. 
Pero, en definitiva, lo que el Tribunal ha pronunciado es un De-
creto de nulidad, y se nos suscita, entonces, la pregunta: ¿en realidad 
esa sentencia declarada nula 10 hubiera sido de todos modos, pues, 
con base al precepto prohibitivo del c. 201, 2, nos hallaríamos ante una 
infracción legal que justificaría la acción de nulidad con fundamento 
en el c. 1.680, 1 Y el II? 
Habida cuenta de que el c. 20I, 2 no contiene una expresa sanción 
de nulidad como parece requerir el c. 1.680, 1 en su segundo inciso, 
sólo nos resta acudir al criterio general proclamado en el c. II, con-
sistente en la semejanza de la sanción de nulidad, expresamente de-
clarada, con la aequivalenter statuitur. Es decir ¿se puede aceptar, 
con Conte a Coronata, que la fórmula exerceri nequit del c. 201, 2 es 
equivalente a una expresa sanción de nulidad? 
El autor que tan repetidamente venimos citando, Robleda, hace un 
detenido análisis 79 de los términos y modos de expresión que, asu 
juicio, comportan una explícita sanción de nulidad aunque no se ha-
llan recogidos por el ordenamiento con cláusulas expresas de nulidad. 
Entre ellos, se detiene especialmente en los términos "nequire, non 
posse" (y fórmulas sinónimas)~. No conocemos de otro autor que ha-
ya estudiado este tema con mayor detenimiento. 
Pues bien, para Robleda, esos términos se han de juzgar, siguiendo 
a Suárez, atendiendo a la materia y a las circunstancias, lo que con-
duce a Robleda a concluir, con base al análisis que hace de los distin-
tos preceptos del Codex que contienen esas expresiones: 1. "Cómo hay 
79. o. ROBLEDA, ob. Y ed. ctds., pp. 236-276. 
80. O. ROBLEDA, cfr. ob. y ed. ctds., pp. 257-272. 
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un número considerable de pasos en que esos términos implican una 
mera prohibición; 2. cómo hay otros en mayor cantidad aún en los 
que el nequire, sin otra cláusula, significa la nulidad del acto; con 
todo, veremos que ello se debe, no a la palabra nequire, sino a la fal-
ta de elementos esenciales; 3. Y por fin, cómo frecuentemente al ne-
quire, etc., se añade al término valide. Por donde concluímos que nues-
tro término no lleva consigo por sí sólo equivalentemente la nulidad" 81. 
El análisis, al que somete este autor a los numerosos cánones que 
establecen normas prohibitivas de carácter absoluto, es casi exhaustivo. 
Sin embargo, no tiene en cuenta el exerceri nequit del c. 201, 2. Así 
al menos nos lo parece tras un examen detenido de los cánones que ci-
ta. Y nos preguntamos ante la omisión: ¿no habló de este precepto 
porque no pudo alcanzar un criterio respecto a él?, ¿o porque sim-
plemente se le pasó por alto? Porque, sin embargo, no dejó de tener 
en cuenta el c. 201, 1, que, para indicar que la potestas iurisdictionis 
potest in solos subditos directe exerceri, se sirve el legislador de una 
fórmula positiva. Aquí, se dice por Robleda, que "falta la potestas in 
non subditos, o lo que es lo mismo, con relación al que no es súbdito 
la potestad de jurisdicción es como si no existiese" 82. 
En efecto, somos también de esta opinión, pero no porque no pue-
da ejercerse la jurisdicción sobre los que no sean súbditos -en ma-
teria penal ya vimos cómo puede ejercerse-, sino porque esa jurisdic-
ción sólo se ha recibido para ejercerla de un modo directo sobre los 
súbditos de aquél a quien dicha jurisdicción ha sido atribuída. No se 
tiene tal potestad sobre quienes no sean súbditos suyos. 
En rigor, el c. 201, 1 no está más que explicitando un principio de 
orden eclesiológico, del que, con posterioridad, el Concilio Vaticano II 
se ha hecho amplio eco 83. Y el canon lo explicita en forma de man-
81. O. ROBLEDA, ob. y ed. ctds., p. 259. 
82. O. ROBLEDA, ob. y ed. ctds., p. 262. 
83. Concebida la Iglesia por la Constitución dogmática del Concilio Vaticano II, 
LUMEN GENTIUM, como Pueblo de Dios (cap. II), novus Populus Dei (n. 9) convocado 
por el Nuevo Testamento que Cristo estableció con su sangre, en el que el Romano 
Pontífice, como sucesor de Pedro, es principio y fundamento de su unidad, "singuli 
Episcopi, qui particularibus Ecclesiis praeficiuntur, regimen suum pastoral e super 
portionem Populi Dei sibi commissam" (n. 23); Y refiriéndose, más en concreto, a 
la potestad de regir, añade el Concilio en la misma Constitución: "Haec potestas 
qua, nomine Christi personaliter funguntur, est propria, ordinaria e inmediata, licet 
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dato, como precepto jurídiCo, como norma canónica, ius cogens, cuya 
infracción, a nuestro parecer, y coincidiendo con Robleda, lleva a la 
nulidad radical del acto. 
Mas no es ese el caso del c. 202 en su parágrafo 2. No se trata de 
un poder que se tenga; se trata simplemente de una prohibición de 
que se ejerza. Por absoluta que sea la fórmula en que ha sido expre-
sada, tiene, sin embargo, excepciones. Si se refiere el ejercIcIo 
de jurisdicción a personas y materias sobre las que el Obispo tiene com-
petencia, es señal externa, manifestación de que también tiene juris-
dicción, pues aquella primera no es concebible sin la segunda. Este 
territorio no es el elemento fundamental-sine qua non- de la diócesis. 
No se pierde la jurisdicción cuando, quien la tiene, se ausenta de su 
territorio. 
Las circunscripciones territoriales vienen reclamadas por el buen 
orden, el buen gobierno de la Iglesia, como un medio "ut Episcopi 
munera sua pastoralia in iisdem efficaciter exPlere valeant; ut denique 
populi Dei saluti quam perfectisime fieri potest ministretur" 84. Si el 
Ordinario, o su tr:bunal delegado como ocurre en el caso objeto de 
a suprema Ecclesiae auctoritate exercitium eiusdem uZtimatim regatur et certis limiti-
bus, intuitu utiZitatis EccZesiae vel fidelium, circunscribi possit. Vi huius potestatis 
Episcopi sacrum ius et coram Domino officium habent in suos subditos leges · ferendi, 
iudicium faciendi, atque omnia, quae ad cuZtus apostoZatusque ordinem pertinent, 
moderandi" (n. 27). La jurisdicción directa, pues, de los Obispos, se tiene para los 
súbditos propios, que le han sido confiados como portio PopuZo Dei, fundamentalmente, 
para enseñarlos en la doctrina de la fe y de. las costumbres, santificarlos y regirlos. 
y ello se recoge con especial claridad en el Decreto ChristusDominus de este mismo 
concilio Vaticano II que, tras señalar la potestad universal concedida por Cristo mis-
mo al Romano Pontífice sobre toda la Iglesia, potesta suprema, plena, inmediata et 
universaZi in curam animarum (n. 2); Y la participación que, por la consagración 
episcopal, reciben los obispos, "solZicitudinis omnium EccZesiarum... in communione 
et sub auctoritate Summi Pontificis exercent, ad magisterium et regimen pastoraZe 
quod attinet", muestra cómo cada uno de ellos "exercent singuZi quoad assignatas 
sibi dominici gregis partes, unusquisque EccZesiae particularis sibi commissae" (n. 3). 
De suerte que "Dioecesis est PopuZi Dei portio, y singuZi Episcopi, quibus Ecclesiae 
particularis cura commissa est, sub auctoritate Summi Pontificis, tamquam proprii, 
ordinari et immediati earum pastores, oves suas in nomine Domini pascunt, munus 
docendi, sanctificandi et regendi in ea exercentes" (n. 11>. Es una potestad, pues, 
propia y directa sobre sus súbditos, sobre sus ovejas, a las que deben ellos conocer 
y a quienes deben ellas conocer también (n. 16). 
84. Decreto CHRISTUS DOMINus, n. 22. En este mismo número y Decreto sóbre 
el Oficio Pastoral de los Obispos en la Iglesia, establece el Sacrosanto Concilio, en 
cuanto a la circunscripción de las diócesis, "quatenus animarum bonum id exigat", se 
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nuestro comentario, infringe la prohibición del c. 201, 2, no está infrin-
giendo una norma fundamental de la estructura constitucional de la 
Iglesia, ni tan siquiera un precepto canónico exigente de un presupues-
to constitutivo del proceso. Está infringiendo solamente un principio de 
buen gobierno, que no es siquiera absoluto, pues cuenta con excepcio-
nes. Estaremos, pues, ante un fenómeno de ilicitud, a nuestro parecer, 
no de nulidad. Máxime cuando ese principio de buen gobierno había 
sido salvado con la autorización otorgada por el Arzobispo Ordinario 
del lugar donde había deliberado y dictado su sentencia el Tribunal en 
el que se había delegado. Y esto hecho, ¿hasta qué punto, con criterios 
de buen gobierno, cabría, al menos de iure condendo, hablar incluso 
de ilicitud? 
Estimamos que cuando el C.201, 2 establece el principio prohibi-
tivo de que no se ejerza la jurisdicción fuera del propio territorio, lo 
que está señalando, por vía de formulación negativa, es un condiciona-
miento positivo al ejercicio de la jurisdicción, cual es el que las activi-
dades derivadas de este poder se realicen en el mismo territorio que 
le ha sido asignado a la autoridad jurisdiccional correspondiente. 
Es, pues, un requisito formal del acto, una exigencia determinada 
de solemnidad para que esos actos jurisdiccionales se lleven a cabo con 
plena validez y eficacia. Por esta razón, aunque Robleda no se plantee 
el tema del exerceri nequit con relación a este canon en concreto, sí he-
mos de opinar, a la hora de enfrentarnos con dicho canon, que adquie-
ren validez unas palabras que, con carácter general, Robleda dice 
"insinuar": "cuando, en cambio, se habla de no poder vestido de 
circunstancias referentes al lugar, a cualidades del sujeto, del acto, 
etcétera, parece tratarse más bien de licitud" 85. 
Por último, como en la fundamentación in iure et in jacto del De-
creto de nulidad, en la cita que contiene de Roberti, se hace una refe-
rencia al c. 1.894, 4.°, que señala como causa de nulidad sanable la 
omisión del lugar en que ha sido dictada; y esto se hace con objeto de 
contrastarla con el defecto de sentencia dictada extra territorium, nos 
parece conveniente hacer, respecto a este extremo, una aclaración. 
atienda cuanto antes, y con prudencia, a la conveniente revisión, dividiéndolas, des-
membrándolas, o uniéndolas, o marcando sus límites, etc. Y en el n. 23 del mismo 
decreto se señalan los criterios más generales que, a este fin, han de seguirse. 
85. O. ROBLEDA, ob. Y ed. ctds., p. 270. 
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Aclaración que, por otra parte, ya está en el mismo Roberti cuando 
dice: "In hoc casu non agitur de mero defectu formae, sed essentialis 
potestatis". Aunque no coincidamos con Roberti en esa carencia de 
potestad para la sentencia dictada fuera del territorio, coincidimos con 
él, sin embargo, cuando señala que la omisión, en la sentencia, del 
lugar en que ha sido dictada, no es más que mero defectu formae. 
En efecto, el n.O 4.0 -como los 2.0 y 3.0 - del c. 1.894, no es más 
que la expresa sanción de nulidad (aunque se limite este efecto, al ca-
lificarlo de sanable) que se impone cuando se incumplen determinados 
requisitos formales que, para la redacción de la sentencia, exige el 
c. I.874. Al no haber establecido este canon la sanción que lleva la 
infracción de determinados requisitos de solemnidad por él estableci-
dos, ];la venido el c. 1.894, en gran parte, a cumplir la tarea de señalar 
el vicio de nulidad que de dicha infracción deriva. 
Por consiguiente, por esta vía de la querella de nulidad, se ha san-
cionado el vicio en que se incurre por la infracción de los n. 08 3 .. 4 y 5 
del c. I.874, al redactarse defectuosamente la sentencia, que es un 
acto esencialmente formal. Y al mismo tiempo se ha señalado el tipo 
de impugnación y sus límites. 
Mas no estamos, en esta hipótesis, en presencia de fenómenos que 
se asemejen al que fue resuelto por el Decreto que comentamos, sino 
a meros defectos formales, como indica Roberti, a los que se les se-:-
ñaIa una expresa sanción de nulidad. No atiende aquí el legislador a 
que el lugar fuera o no apto para que la sentencia se dictara, sino 
a que en la sentencia hubo simplemente una omisión al redactarla, cu-
ya omisión comporta el vicio de nulidad, aunque de los que el ClC 
estima sanables. 
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